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Partiendo de la dificultad y baja imposición de medidas de aseguramiento en casos de 
violencia intrafamiliar y contra la mujer, el presente texto muestra inicialmente, mediante 
diferentes datos y fuentes, el corto alcance que leyes y recomendaciones han tenido en la 
atención de la problemática mencionada, creando una brecha entre normas y su 
aplicación.  Desde allí, se analiza la evolución que ha tenido el concepto de familia de 
concepciones tradicionales a visiones más dinámicas e inclusivas. El concepto de familia, 
al intentar centrarse en criterios objetivos desde las formas de relacionarse de las 
personas, ha llevado a dar preponderancia a la problemática de la violencia de género 
dentro del sistema judicial, que, no obstante, muchas veces termina teniendo una 
perspectiva patriarcal de la violencia contra las mujeres.  
Palabras clave: medidas de aseguramiento, violencia, mujer, leyes, familia, sistema 




















Based on the difficulty and low imposition of insurance measures in cases of domestic 
violence and against women, this text shows above, through different data and sources, 
the short scope that laws and recommendations have had in dealing with the 
aforementioned problem, creating a gap between standards and their application. From 
there, the evolution that the concept of family has had from traditional conceptions to more 
dynamic and inclusive visions is analyzed. The concept of family, when trying to focus on 
objective criteria from the ways of relating to people, has led to give preponderance to the 
problem of gender-based violence within the judicial system, which, however, often ends 
up having a patriarchal perspective of violence against women. 
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Introducción 
Partiendo de la dificultad y baja imposición de medidas de aseguramiento en casos de 
violencia intrafamiliar y contra la mujer, la presente investigación pretende mostrar, a través 
de diferentes datos y fuentes, el corto alcance que tienen las leyes y recomendaciones que 
buscan amparar la problemática de la violencia de género en el sistema judicial.  
 
En efecto, se advierte, como problema de investigación, que en los procesos 
administrativos iniciados ante los comisarios de familia -con ocasión de las denuncias por 
violencia intrafamiliar presentadas en gran medida por mujeres-, se ha identificado que, 
conforme al procedimiento establecido en el Decreto 4799 de 2011, es posible imponer a 
favor de la víctima medidas de protección que propendan por salvaguardar su vida, 
integridad física, psicológica y moral; sin embargo, la imposición de estas medidas, es 
mucho menor respecto al alto índice de denuncias allegadas.  
 
El otorgamiento de estas medidas de protección se vincula directamente a la posibilidad 
de poder demostrar los hechos gracias a la escasez de pruebas aportadas por la víctima 
para evidenciar la ocurrencia de los hechos victimizantes, al desconocimiento para 
presentar los elementos materiales y la falta de sustento probatorio para tales fines.   
 
Bajo esta óptica, los Comisarios de Familia fallan en los procedimientos administrativos de 
medidas de protección conforme a las pruebas presentadas en la audiencia; si no fue 
posible aportar ningún medio de prueba para llevarlo al convencimiento de la violencia 
intrafamiliar, se limita a resolver el asunto declarando los hechos no probados. No se acude 
a otros medios de prueba en la construcción de inferencias lógicas que permitan ir “más 
allá” del caso expuesto y de las limitaciones de la víctima para demostrar la ocurrencia de 
los acontecimientos. El funcionario se acostumbró a limitar la aprehensión del caso 
únicamente con las perspectivas de las partes, cercenando toda posibilidad de descubrir 
los hechos y verdades a partir de referentes probatorios y el escudriñamiento de 
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evidencias, inferencias y razonamientos probabilísticos capaces de cubrir los vacíos 
dejados por la ausencia de medios de prueba genéricos, afectando el proceso y, por ende, 
los derechos de las mujeres que acuden a denunciar los derechos humanos vulnerados.    
 
Ahora bien, como hipótesis de investigación a demostrar se tiene que para que un 
Comisario de Familia pueda decretar las medidas de protección solicitadas por una mujer 
víctima de violencia intrafamiliar, debe haber demostrado los hechos denunciados, a través 
de cualquier medio probatorio legalmente establecido para tal fin. Actualmente, los 
procesos se fallan aludiendo al debido proceso y permitiendo que las partes convocadas 
a una única audiencia aporten libremente cuantos medios idóneos consideren necesarios 
para sustentar o contradecir los eventos enmarcados como violencia; sin embargo, la labor 
del Comisario de Familia -como director del proceso-, solo se limita a evaluar estos medios 
en tanto se acerquen o se alejen de llevarlo a una convicción sobre la certeza de los 
acontecimientos esbozados; no se realiza un estudio de la evidencia que parta del relato 
o de la inferencia y mucho menos se reconstruyen los hechos a partir de los indicios, 
favoreciendo que se falle en contra de lo solicitado por la víctima, decretando no 
demostradas las agresiones, levantando las medidas provisionales de protección y por 
ende, dando cabida a que continúen las violencias al interior de los hogares por el simple 
hecho de que desde la lógica formal probatoria no fue posible que se tuviera cómo 
corroborar lo acontecido. 
 
En el primer acápite del texto se plantea la necesidad de un enfoque de género en esta 
fenomenología que, en principio, pueda flexibilizar los mecanismos legales para la 
consecución de la verdad material sobre los hechos denunciados. Lo anterior toda vez que, 
hasta ahora, dichos mecanismos son desconocidos por parte de las víctimas, o la forma 
de presentar las pruebas del hecho no resultan efectivas para que estas sean protegidas. 
Con este panorama se llega a la conclusión de que no se realiza un estudio de la evidencia 
que parta del relato o de la inferencia y la reconstrucción de los hechos, decretando no 
demostradas las agresiones y levantando las medidas provisionales de protección. 
 
En el segundo capítulo, se pretende demostrar que aun cuando se advierte a lo largo de 
la revisión realizada que se cuenta con procedimientos y medios de prueba como el 
testimonio, la confesión, y la evidencia extraída desde elementos tecnológicos, se resalta 
la necesidad de abordar profundamente casos en los cuales no se cuenta con medios para 
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demostrar los hechos, apelando a herramientas inferenciales y probabilísticas para 
esclarecer los mismos; esto, a través de elementos como los antecedentes que suscitan 
la violencia de género. Es en este punto donde se manifiesta que se hace necesaria la 
inclusión del enfoque de género en la presentación de la o las pruebas, pues mediante 
este enfoque no es únicamente la victima quien está llamada a demostrar la ocurrencia del 
hecho de violencia, sino que son diferentes actores de la comunidad y de los mismos 
marcos legales quienes pueden participar de este proceso, garantizando así la protección 
y restitución de derechos de las mujeres agredidas. La adopción del enfoque de género en 
estos procesos supone una perspectiva integral de la violencia de género, donde son 
tenidos en cuenta las condiciones sociales, económicas y psicológicas de quienes la 
padecen como soporte o validación de su existencia y gravedad. 
 
En el epílogo de este trabajo se concluye no solo la existencia de sendos tipos de violencia 
contra las mujeres (pese a la configuración de instrumentos de carácter jurídico que 
intentan ampararlas), sino un tratamiento ostensible del fenómeno por parte de la 
Honorable Corte Constitucional. Asimismo, se hace especial hincapié en la importancia 
que tiene la capacitación de los funcionarios encargados de la prevención y sanción de la 
violencia de género y, a su turno, las razones por las cuales debe dotarse de fuerza jurídica 
a las medidas de protección que existen para este efecto, pretendiéndose, además, en 
esta tesitura, una visión holística e interdisciplinar del problema. Finalmente, se alude a la 
importancia que tiene la confluencia de medios de prueba en estos eventos y la relevancia 
que tiene el estudio adelantado por parte del operador judicial de los hechos constitutivos 
de violencia. Adicionalmente, se colige que es necesario que las víctimas cuenten con una 






1. Medidas de protección en la violencia 
contra la mujer.     
1.1 El proceso de medidas de protección como 
mecanismo de contención para detener la violencia 
intrafamiliar.    
 
La Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer 
(CEDAW) definida por la Asamblea General de las Naciones Unidas y de la cual el Estado 
Colombiano es parte -en virtud de su aprobación por mediante la Ley 51 de 1981, ratificada 
el 19 de enero de 1982-, es el elemento de derecho público internacional más importante 
para proteger los derechos humanos de todas las mujeres; promueve la igualdad de 
oportunidades, de acceso ,así como la  garantía a una justicia pronta y restaurativa para 
aquellas que han recibido menoscabo en la vulneración de sus derechos. 
Esta Convención cuenta, además, con un órgano de interpretación que es el Comité para 
la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra la Mujer, de cuyas 
recomendaciones se destaca la general número 33 sobre el acceso de las mujeres a la 
justicia, misma que precisa lo siguiente:  “el derecho de acceso de las mujeres a la justicia 
es esencial para la realización de todos los derechos protegidos en virtud de la Convención 
sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer” (Comité para 
la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer, 2015, p.3). 
Este mismo informe, en el acápite de recomendaciones para los Estados parte advirtió 
que, en cuanto a la utilización de la prueba para acreditar la ocurrencia de los conflictos 
intrafamiliares en donde la mujer es víctima, deberían “revisarse las normas sobre carga 
de la prueba para asegurar la igualdad entre las partes, en todos los campos en que las 
relaciones de poder priven a las mujeres de la oportunidad de un tratamiento equitativo de 
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su caso” (CEDAW, 2015, p. 7); a su turno hace expresa alusión a que  se considera como 
una práctica que perpetúa los obstáculos para un adecuado acceso a justicia lo referente 
a “la gestión inadecuada del caso y de la reunión de pruebas en las causas presentadas 
por mujeres que dan por resultado fallas sistemáticas en la investigación del caso” 
(CEDAW, 2015, p. 13). 
Es oportuno señalar además que la CEDAW forma parte del Bloque de Constitucionalidad 
(para el caso colombiano); por lo tanto, ella resulta aplicable dentro del ordenamiento 
colombiano. Igualmente lo señalado en la Recomendación No. 33, resulta ser un criterio 
relevante de interpretación para la protección efectiva de los derechos de las mujeres, en 
especial, de aquellas que son víctimas de violencia intrafamiliar. 
En esa misma línea,  a través de un trabajo coordinado entre la Organización de las 
Naciones Unidas para Promover la Igualdad de Género y el Empoderamiento de las 
Mujeres (ONU-Mujeres), el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), 
la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito (UNODC) y la Oficina del Alto 
Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos (ACNUDH) se impulsó 
la realización de un documento que permitiera condensar las principales recomendaciones 
para los Estados, en aras de garantizar herramientas efectivas para el diseño de 
programas de acceso a la justicia para las mujeres; en el mismo se advierte que:  
Incluso cuando las normas procesales y probatorias son neutrales desde el punto de vista 
del género, los enfoques discriminatorios en su interpretación y aplicación pueden 
traducirse en la exclusión, descrédito o devaluación del testimonio de las mujeres por parte 
de los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley. La estigmatización de las mujeres, 
los fallos sistemáticos en los procedimientos de recopilación de pruebas para los delitos 
cometidos contra las mujeres y los requisitos probatorios onerosos pueden destruir los 
fundamentos probatorios de los casos, incluso antes de que se escuche a las mujeres. 
(2018, p. 71). 
La CEDAW da un mandato claro a los Estados parte al convocarlos a realizar medidas 
efectivas que propendan por la eliminación de cualquier tipo de discriminación en contra 
de la mujer que se presente en sus territorios incluida, claro está, la relacionada con las 
manifestaciones de cualquier clase de violencia basada en el género. El mecanismo más 
efectivo para hacer plausibles estos mandatos se ha enfocado en la construcción de 
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políticas públicas y normativas; sin embargo, aún se hace necesario trabajar en la 
implementación adecuada de estas directrices en el territorio, en escenarios judiciales y en 
contextos donde se acentúa exponencialmente la violencia sobre la mujer. 
Según el Boletín epidemiológico de Violencia de Género en Colombia del Instituto Nacional 
de Medicina Legal y Ciencias Forenses, “Bogotá aparece como el departamento en el que 
más casos de violencia interpersonal ha registrado en los últimos tres años, 8.471 en 2014, 
3.466 en 2015 y 7.287 en 2016”, (Violencias de Género en Colombia. Análisis comparativo 
de las cifras de los años 2014, 2015 y 2016. 2016); a su turno, se destaca que para el año 
2019, se presentaron 10.914 casos. 
Con estos datos la ciudad se presenta como un territorio hostil para las mujeres; en efecto, 
a pesar de la oferta institucional, la posibilidad de acceder a programas que pretenden 
contener estas violencias y la implementación de políticas públicas dirigidas a erradicar 
estos comportamientos las cifras -según este estudio- se mantienen; no se vislumbra un 
panorama prometedor en el que las mismas disminuyan considerablemente. 
Ese informe precisó que “analizar el fenómeno del homicidio a mujeres según el escenario 
del hecho nos pone frente a la paradoja de que tanto las vías públicas como las viviendas 
de las víctimas, sus espacios privados, son los dos lugares donde más son victimizadas 
las mujeres”, es decir, las mujeres tanto en sus recintos íntimos -como públicos- se 
encuentran susceptibles de ser violentadas, sin posibilidad de apelar a un espacio de 
protección que les permita sentirse seguras y salvaguardadas. Ya sea en la casa o en la 
calle, el peligro es latente.  
El boletín estadístico de noviembre de 2019 que realiza la Subdirección de Servicios 
Forenses del Instituto Nacional de Medicina Legal consolidó, bajo el contexto y el sexo, las 
formas en que se presenta la violencia intrafamiliar en el país; allí se estableció un cuadro 
comparativo para los años 2018 y 2019 señalando que, entre enero y noviembre del año 
2018, se presentaron 6.365 casos de violencia de pareja cuya víctima fue un hombre y 
39.176 casos en donde una mujer fue una víctima. Adicionalmente, se estableció que, 
entre este mismo periodo de tiempo, pero para el año 2019, los casos de maltrato al interior 
de los hogares colombianos se presentaron en 6.259 donde los hombres efectuaron las 
denuncias y 37.395, donde fueron las mujeres quienes denunciaron (2019, p. 9).      
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Lo anterior quiere decir que, por lo menos en los últimos dos años, ha sido constante que 
frente a las violencias intrafamiliares denunciadas por hombre y por mujeres, el porcentaje 
de los primeros no alcance ni al 20% de las que sufren las segundas; esta realidad debe 
preocupar no solo la forma de enfrentar esta problemática sino diversificar su abordaje 
desde la perspectiva de género.   
La Procuraduría General de la Nación adelantó un guía pedagógica y operativa para el 
seguimiento y la vigilancia a la garantía de los derechos -desde una perspectiva de género- 
con énfasis en mujeres y adolescentes; esta guía que se realizó en su primera edición en 
el año 2006, recoge varias conclusiones respecto a la violencia intrafamiliar y la forma en 
que es abordada por los funcionarios administrativos y judiciales: “se advierte como crítico 
el tema de la justicia, porque desafía no solamente la estructura del sistema judicial, que 
no cuenta con las herramientas para manejar el evento de manera integral, sino también 
los imaginarios y prejuicios de los operadores de justicia” (2006, p. 126), encontrándose 
con medidas del operador que no solucionan de fondo las causas de estas violencias.  
A pesar de haberse emitido este informe hace algo más de 14 años, sus conclusiones aún 
son muy actuales; la exhortación del Ministerio Público se resume en exigir de los 
funcionarios encargados de conocer de los casos de vulneración de derechos humanos 
sobre las mujeres, el de “garantizar la debida diligencia para que todos los casos de 
violencias por razones de género, sean objeto de medidas investigativas prontas, 
completas e imparciales, así como el adecuado castigo de los responsables y la reparación 
a las víctimas” (Procuraduría General de la Nación, 2006, p. 127). 
En Bogotá, según la Secretaría de Integración Social(entidad a cargo de las Comisarias 
de familia), para el año 2018, dentro de los primeros seis meses se contó con un registro 
de atención de “10.299 órdenes de protección a mujeres víctimas de violencia intrafamiliar 
en Bogotá, lo que representa un promedio de cerca de 57 medidas de protección diarias” 
(Secretaría Integración de Social de Bogotá, 2018); este mismo informe refirió que “las 
localidades donde las comisarías otorgaron más órdenes de protección fueron Bosa, 
Kennedy y Ciudad Bolívar.”     
Según el Observatorio de Salud de Bogotá, “la violencia intrafamiliar incluye diversas 
expresiones dentro de las cuales se encuentran la violencia física, económica, emocional, 
el abandono y la negligencia. Las tasas de violencia intrafamiliar muestran un ascenso 
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sostenido entre los años 2011 y 2015” (Observatorio de Salud de Bogotá, 2019); es decir, 
por lo menos en Bogotá, las violencias a nivel doméstico no han menguado desde hace 
más de diez años. A pesar de los esfuerzos por reducir las tasas de agresión, las denuncias 
van en aumento. 
Dentro de los datos expuestos por este mismo Observatorio se incluye que para el “año 
2019 el subsistema de vigilancia de violencia intrafamiliar, maltrato infantil y violencia 
sexual (SIVIM) tuvo una notificación de 32.877 casos de violencia intrafamiliar, un 6,7% 
más que el año anterior. El 71,3% (n=23.429) de los casos notificados son mujeres (2019), 
lo que da cuenta    
Sobre este último aspecto es importante resaltar que el acceso a una justicia pronta y 
restaurativa para las mujeres se complejiza no solo por las barreras de acceso a la misma, 
sino por el alto grado de desconfianza que existe al momento de presentar la denuncia y 
la falta de garantías en el desarrollo del proceso. Haciendo referencia al extracto tomado 
del texto Ante la justicia. Necesidades Jurídicas y acceso a la justicia en Colombia, en la 
recolección de textos hecha por el Centro de Estudios de Derecho, Justicia y Sociedad 
Dejusticia, se puede sostener que:   
En primer lugar, las mujeres ANSPE1 ignoran en mayor medida que los hombres, qué 
sucedió con el conflicto, diferencia entre sexos que, si bien también está presente en la 
PG2 y la PD3, es más pronunciada que en estas últimas dos poblaciones. En el mismo 
sentido en ANSPE y PD, las mujeres reportan saber menos que los hombres acerca de 
la existencia de mecanismos judiciales, organizaciones que prestan servicios de justicia 
y sus derechos fundamentales, lo que puede repercutir en los resultados: en 
comparación con los hombres, los procesos de las mujeres ANSPE suelen ser 
inadmitidos en mayor medida, y obtener menos decisiones o sentencias (García y 
Ceballos Editores compiladores, 2016, pp. 209-210). 
A partir de este análisis surgen muchos interrogantes, sobre todo los vinculados a la 
compleja situación de las mujeres para hacer exigible un derecho frente a la administración 
 
 
1 Los autores, cuando en el texto extraído se refieren a ANSPE, están caracterizando un tipo de población denominada 
personas en situación de pobreza extrema. 
2 Los autores, cuando en el texto extraído mencionan PG, están refiriéndose a la población general mayor de 18 años.  
3 Los autores, cuando en el texto extraído mencionan PD, están refiriéndose a personas en situación de discapacidad.   
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de justicia; también se refleja un marcado desequilibrio en la ponderación de esos 
derechos, así como lo difícil que puede resultar invocar la aplicación de una norma, si quien 
la pretende hacer exigible desconoce totalmente las formas y los métodos para que salga 
avante su reclamación. 
Parafraseando el texto denominado Acceso a la justicia: Mujeres, conflicto armado y 
justicia, se establece que se entiende por necesidades jurídicas aquellas situaciones 
contenciosas que afectan a una población y que ameritan la intervención del Estado. Su 
presencia se vincula primordialmente con la existencia de un derecho legal o 
jurisprudencialmente reconocido, el conflicto sobre la titularidad de ese derecho y unas 
circunstancias que afectan el goce del derecho. Es decir que una necesidad jurídica existe 
cuando debe satisfacerse un derecho por vía judicial. (Guzmán y Prieto, 2013, pp. 22-23). 
Las denuncias que reciben las 34 Comisarías de Familia que tiene la ciudad preocupan a 
los entes distritales, especialmente refieren lo concerniente al maltrato a la mujer. Según 
la Secretaría Distrital de Integración Social, entre 2017 y 2018, estos centros de justicia y 
conciliación realizaron acompañamiento en 36.763 casos de violencia intrafamiliar, 
maltrato infantil y delitos sexuales. (Medidas de protección por violencia intrafamiliar en 
Bogotá van en aumento, 2018). 
El desborde en la falta de atención de las denuncias afecta la credibilidad de las víctimas 
en las instituciones y pone en duda el rol que juega la justicia en la resolución adecuada 
de estos conflictos. En tratándose de este concepto señala Rawls que “el papel de los 
principios de justicia (como parte de una concepción política de la justicia) consiste en 
especificar términos equitativos de la cooperación social” (2001, p 30). 
La salida paliativa ante el crecimiento de la violencia intrafamiliar y la falta de contención 
de estos hechos violentos conllevó a que se planteara la necesidad de trabajar en 
herramientas jurídicas e institucionales inmediatas, capaces de generar un contexto de 
atención integral a la familia donde su primera prioridad fuera la víctima de estas violencias. 
Es así como nace la Ley 294 de 19964, cuya naturaleza fue la de combatir estos 
 
 
4Por  medio de esta ley se crea el tipo penal de violencia intrafamiliar, caracterizándola como todo daño o maltrato físico, 
psíquico o sexual, trato cruel, intimidatorio o degradante, amenaza, agravio, ofensa o cualquier otra forma de agresión, 
producida entre miembros de una familia, llámese cónyuge o compañero permanente, padre o madre, aunque no convivan 
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comportamientos por medio de enjuiciamientos por delitos identificados con el tipo penal 
de violencia intrafamiliar; sin embargo, pronto se identificó que estos procesos -con ocasión 
a su contenido normativo- se retardaban. Del 98% de los casos de violencia intrafamiliar -
y específicamente, contra las mujeres en Colombia- terminaron en la impunidad, para el 
año 2016 117 mil denuncias penales; solamente el 2% llegaron a condena. (Corporación 
Sisma Mujer, 2016).    
No debe perderse de vista en este contexto que, según Dworkin “el derecho de una 
comunidad es un conjunto de normas especiales usadas directa o indirectamente por la 
comunidad con el propósito de determinar qué comportamiento será castigado o sometido 
a coerción por los poderes públicos” (2012, p. 65); sin embargo, las normas y 
procedimientos dispuestos para erradicar la violencia intrafamiliar respecto a su uso, aún 
son limitadas. En efecto, tanto en el momento de presentar la solicitud de la medida de 
protección ante el comisario de familia como de adelantar la audiencia de trámite, se 
observa que no existen mecanismos efectivos que permitan evitar la reiteración de los 
hechos de violencia o, bajo esa misma línea, definir medidas que de verdad generen una 
sanción ejemplarizante para el agresor.       
Es por eso que de forma concomitante al desarrollo del tipo penal, se dispuso la creación 
de un mecanismo administrativo que permitiera abordar los conflictos asociados a la 
violencia intrafamiliar por medio de los procesos de medidas de protección; instrumento 
creado en la Ley 294 de 1996 que luego fue modificado parcialmente por la Ley 575 de 
2000 y finalmente por la Ley 1257 de 2008, esta última de gran importancia porque aportó 
un compendio encaminado a sensibilizar, prevenir y sancionar cualquier forma de violencia 
y discriminación contra las mujeres. Además, con relación a las violencias ejercidas en el 
contexto familiar, decidió ampliar las medidas de protección abriendo la posibilidad para 
imponer medidas de prevención o de atención. 
Con relación a los precitados procesos de medidas de protección, se definió que los 
funcionarios competentes para conocer de la aplicación de estas medidas eran los 
Comisarios de Familia quienes deberían -amparados en los Decretos 4799 del 2011 y 2734 
 
 
bajo el mismo techo, ascendientes o descendientes de estos incluyendo hijos adoptivos y en general todas las personas que 
de manera permanente se hallaren integrados a la unidad familiar. 
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del 20125-, establecer medidas de protección provisionales en el mismo momento en el 
que la víctima radicara la denuncia}; posteriormente, realizar las citaciones de la 
programación a la audiencia de medida de protección propiamente dicha, en donde 
agresor y víctima pudiesen demostrar la ocurrencia o no de los hechos y finalmente, la 
celebración de la audiencia en donde deberán imponerse las medidas de protección a que 
hubiere lugar o de lo contrario, proceder con el levantamiento de las medidas provisionales 
previamente decretadas.  
Sin embargo, la imposición de estas medidas tampoco ha reducido las violencias basadas 
en género al interior de los hogares. Como ya se advirtió, pese a la materialización de 
sendos tipos de violencia contra las mujeres (y  al momento de instaurarse el proceso), las 
medidas provisionales no se decretan para que cautelen y prevengan la proliferación de 
nuevos hechos; asimismo, dentro del decreto de la medida definitiva, no se instauran 
medidas cautelares de protección que permitan erradicar de fondo las violencias; incluso, 
se apela a la reconvención del agresor y se imparten órdenes de sometimiento a 
tratamiento psicológico, sin que se ahonde en las múltiples medidas que pudiesen usarse 
no solo para contener las agresiones, sino para erradicarlas.  
 La ambigüedad que se advierte en esta situación, es decir, entre la norma y lo que 
finalmente se aplica de su contenido, expresa una notable contradicción, a saberla 
descripción sólo del derecho que (normativamente) debe ser, que realiza la aproximación 
normativista, ignora el derecho que es, es decir su práctica real” (Ferrajoli, 2009, pp. 42-
43). Para este caso, el sistema normativo no se encuentra con las realidades y las 
problemáticas de los conflictos ya referenciados; en efecto, pese a que se ha dispuesto un 
amplio circuito legal, al momento de aplicarse se queda corto para prevenir y sancionar 
estas violencias.   
Por otro lado, un aspecto importante a tratar (y que guarda relación directa con la 
ambigüedad señalada), está asociado a la eficacia del sistema normativo dispuesto para 
evitar la presencia de la violencia intrafamiliar; para todos los efectos “debe distinguirse 
 
 
5 Decretos reglamentarios de la ley 1257 de 2008 que describen el procedimiento para que los comisarios de familia puedan 
adelantar los procesos de medidas de protección, abordan aspectos relacionados desde la recepción de la denuncia por 
parte de la víctima de la violencia, el decreto de medidas de protección provisionales, la emisión de la notificación por parte 
del comisario para que se celebre la audiencia definitiva, el procedimiento para el aporte de pruebas, oposición a la medida 
y termino para el desarrollo de la audiencia donde se impone o retira la medida.    
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entre la eficacia de una regla particular, que puede o no afectar su validez, y una 
inobservancia general de las reglas del sistema” (Hart, 2007, p.129). En tratándose del 
problema aquí expuesto se advierte que el incumplimiento se hace visible de forma 
estructural; las normas expedidas, cuyo objetivo es evitar que se reproduzcan estos 
hechos, no han menguado el exponencial crecimiento de estos comportamientos.      
Según el más reciente informe presentado por la Secretaría de Integración Social (entidad 
que coordina las Comisarías de Familia en Bogotá) ante el Concejo de Bogotá, , “en el año 
2018 se fijaron 23.634 medidas de protección, el 86% de ellas tenían la orden de cesar 
todo acto de violencia y tan solo el 14% tenía dentro de su contenido, medidas cautelares 
o complementarias encaminadas a cesar los hechos de violencia” (S.I.S, 2018, p.25).  
Haciendo referencia a la crítica feminista del derecho, según Robin West este se refleja 
como un “producto de sociedades patriarcales(…) construido desde el punto de vista 
masculino y por eso refleja y protege los valores y atiende a sus necesidades e intereses” 
(West, 2000, p. 52), contexto que, como se identifica, se encuentra plenamente 
demostrado en el abordaje que se le ha dado a la problemática de la violencia doméstica 
y su solución por medio de los procesos administrativos de medidas de protección.    
El análisis de esta situación no parte necesariamente de la crítica feminista porque 
involucra otras connotaciones además de la discriminación sobre la mujer convertida en 
violencia; en palabras de Zizek (2013). 
“En primer lugar, la autoridad no es simplemente una propiedad directa de la figura 
del amo, sino un efecto de la relación social en el amo y sus sujetos: aun cuando el amo 
siga siendo el mismo, puede ocurrir que, con el cambio en el campo socio-simbólico, su 
posición ya no sea percibida, como autoridad legítima, sino como mero poder ilegítimo 
(este giro, ¿no es el más elemental gesto del feminismo?)” (pp.189-190)   
   Se entiende que los costos de las prácticas criminales son bajos comparados con los 
resultados obtenidos pero, además de esto, existe un dispositivo adicional que hace 
recurrentes las agresiones y que impide una adecuada represión por parte del Estado, esto 
es, la relación de subordinación o potestad de marginalización que permea las relaciones 
económicas, emocionales, cognoscitivas y sicológicas al interior de las familias, poniendo 
en la mayoría de los casos, en esa escala, por debajo a la mujer. 
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En todas estas afirmaciones se evidencian características adjudicables a los 
comportamientos realizados por los agresores al interior de sus hogares, pero no se ha 
hecho un juicio de valor sobre la participación del Estado frente a su inoperancia, laxitud o 
indiferencia con el hecho de que estas conductas se presenten. En el imaginario colectivo 
los operadores judiciales apalancados por un poder institucional sólido deberían aplicar la 
ley e imponer las más duras sanciones; sin embargo, lo que se evidencia es una constante 
contradicción de competencias donde cada entidad afirma haber asumido el rol que le 
compete, pero ninguna asume las consecuencias desafortunadas de una agudización de 
la violencia o de la muerte de la víctima.  
 Al hablar de la responsabilidad del Estado para afrontar este tipo de comportamientos, se 
hace necesario recurrir a elementos propios de su esencia como la capacidad para hacer 
uso de la fuerza, así como a la legitimidad que tiene ante los gobernados para hacer 
exigible el cumplimiento de las normas. El inconveniente surge cuando ese Estado 
evidencia que su capacidad se ve reducida por factores como la falta de efectividad para 
condenar a los victimarios, el represamiento de las denuncias, la incompetencia de sus 
funcionarios, la demora de los procesos o la desestimación de las denuncias por el hecho 
de provenir de una mujer.  
Aquí tiene cabida la reflexión hecha por el profesor García Villegas, específicamente 
cuando refiere que "el Estado y la justicia en relación con las realidades sociales 
específicas en las cuales se implantan, suponen no sólo diseñar instituciones para ciertas 
realidades, sino también adaptar las realidades a los diseños, trabajar en un espacio 
intermedio, entre ideas y realidades, propio de la construcción social y de la construcción 
del Estado”. (2008, pp. 200, 205) 
La dialéctica que se propone es constante; mientras el Estado implementa leyes para evitar 
la violencia intrafamiliar, su cumplimiento es desestimado por muchos factores, entre ellos, 
la baja autoridad, los estereotipos sociales y el incumplimiento de la norma. Se necesita, 
por lo tanto, un Estado que le apunte a trabajar en varios frentes: por un lado (y como 
premisa fundamental) hacer cumplir la ley -sin distinciones-; por otro, trabajar en la 
construcción de políticas públicas relacionadas con el conocimiento de la norma y la forma 
en que las víctimas pueden hacerla exigible. 
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Finalmente, se tiene que “la interpretación convencionalista del Derecho afirma que, si los 
principios morales de la Constitución funcionan como criterios sustantivos de validez 
jurídica, no es por méritos propios, sino porque han sido institucionalizados con dicha 
función por el sistema jurídico mismo” (Melero, 2009, p. 8); no obstante, estos criterios 
diferenciadores anquilosados dentro del sistema jurídico para el caso del tratamiento de 
los procedimientos y normas alrededor del trámite de medidas de protección respaldados 
constitucionalmente por el artículo 42 de la carta política colombiana, se quedan cortos y 
representan ambigüedades, ya que no permiten establecer mecanismos -desde el punto 
de vista constitucional- que amparen la salvaguarda de los derechos puestos en riesgo con 
estas acciones.   
Las medidas deben atender a un criterio mínimo de oportunidad, es decir, deben responder 
a circunstancias fácticas y temporales que las justifiquen. Así, los funcionarios a quienes 
se soliciten medidas protectoras deberán encontrarse ante la presencia de un acto de 
maltrato o agresión- física o psíquica-, o ante su inminente ocurrencia (si no se adopta 
algún correctivo). Medidas protectoras que, para su efectividad, deben ser solicitadas 
dentro de un plazo razonable por el agredido, por cualquier persona que obre en su nombre 
o por el defensor de familia (cuando la víctima se hallare en imposibilidad de hacerlo por 
sí misma), de manera que no exista un plazo que sea tan corto que impida a la víctima 
acceder de manera efectiva a la administración de justicia, pero tampoco tan amplio que 
la medida se aplique cuando la urgencia se ha desvanecido. (Sala Plena de la Corte 
Constitucional, C-059, 2005). 
Ahora bien, haciendo énfasis al tema normativo y su vinculación con el estudio de las 
medidas de protección, se tiene que el artículo 42 de la Constitución dispone, entre otros, 
que las relaciones familiares se basan en la igualdad de derechos y deberes de la pareja 
y en el respeto recíproco entre todos sus integrantes. En particular, su inciso 5 prevé que 
cualquier forma de violencia en la familia se considera destructiva de su armonía y unidad 
y será sancionada conforme a la ley. Mediante la Ley 294 de 1996 (modificada por las 
Leyes 575 del año 2000 y 1257 de 2008), el legislador se propuso, de manera explícita, 
regular el citado artículo 42 constitucional mediante un tratamiento integral de las diferentes 
modalidades de violencia en la familia, a efecto de asegurar a ésta su armonía y unidad. 
Con tal pretensión, esta reglamentación establece normas para prevenir, remediar y 
sancionar la violencia intrafamiliar. Sus objetivos principales son, de esta manera, propiciar 
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y garantizar la armonía y la unidad familiar, por lo que proscribe toda forma de violencia en 
la familia. Esta Ley ha sido reglamentada también por el Decreto 4799 de 2011.   
Uno de los mecanismos previstos por esta normativa es la denominada “medida de 
protección” en donde se puede establecer que siempre que la autoridad competente 
determine que el solicitante o cualquier persona -dentro de un grupo familiar- ha sido 
víctima de violencia, emitirá mediante providencia motivada una medida definitiva de 
protección, en la cual ordenará al agresor abstenerse de realizar la conducta objeto de la 
queja, o cualquier otra similar contra la persona ofendida u otro miembro del grupo familiar. 
Respecto a la petición de la medida, se tiene que esta puede ser presentada de forma 
escrita, verbal o por cualquier medio idóneo por quien fue agredido, por cualquier otra 
persona que actúe en su nombre o por el defensor de familia cuando la víctima se hallare 
en imposibilidad de hacerlo por sí misma. Esta solicitud debe contener un relato claro de 
lo sucedido, la mención de las personas involucradas en el conflicto de violencia y el 
señalamiento de las pruebas que deberían practicarse; además, debe presentarse dentro 
de los 30 días siguientes a la ocurrencia de los hechos objeto de la medida. 
En consecuencia, después de recibir la petición de una medida de protección, el comisario 
de familia dispondrá la realización de una audiencia en la cual escuchará a las partes y 
ordenará la práctica de las pruebas que se estimen útiles y pertinentes para esclarecer los 
hechos informados (según lo previsto por el artículo 12 de la Ley 294 de 1996 modificado 
por el artículo 7 de la ley 575 de 2000). Las partes podrán excusarse de asistir por una 
sola vez a esta diligencia; de encontrarse justificada la inasistencia, se procederá a 
programar una nueva fecha para su desarrollo. En esta audiencia, el Comisario también 
deberá procurar por todos los medios legales a su alcance, fórmulas de solución al conflicto 
intrafamiliar entre el agresor y la víctima, a fin de garantizar la unidad y armonía de la 
familia, y especialmente que el agresor enmiende su comportamiento. 
La decisión sobre la petición de una medida de protección se proferirá al finalizar la 
audiencia, misma que será notificada a las partes en estrados y, de no estar presentes, 
mediante aviso, telegrama o por cualquier otra forma supletoria idónea de notificación, 
según lo previsto por el artículo el 10 de la Ley 575 de 2000.  
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De igual forma, la medida de protección puede ser de carácter provisional o definitivo. En 
el primer caso, el artículo 6 de la Ley 575 de 2000 prevé que esta medida puede adoptarse, 
incluso, dentro de las cuatro horas siguientes a la recepción de la petición si estuviere 
fundada en al menos indicios leves. En el caso de la medida definitiva, el comisario deberá, 
mediante providencia motivada, ordenar al agresor abstenerse de realizar la conducta 
objeto de la queja. Solo la decisión definitiva sobre una medida de protección será 
susceptible de controvertirse mediante el recurso de apelación, el cual se concederá en el 
efecto devolutivo. Por su parte, las medidas provisionales no son susceptibles de recurso 
alguno. 
En ese mismo sentido, el artículo 17 de Ley 1257 de 2008 presenta un listado de las 
medidas que se pueden imponer en este tipo de actuaciones; en total, son 14 las 
determinadas por el legislador para atender de forma inmediata los hechos de violencia 
intrafamiliar. Cada una de ellas contiene una categorización especial conforme al hecho 
victimizante. Individualmente, una tras otra pretenden la erradicación del conflicto o que se 
vuelva a presentar por cualquier otro medio utilizado por el agresor. Las precitadas 
medidas se pueden decretar de forma concomitante y conjunta, conforme al contexto en 
el que se hayan expresado las agresiones sobre la víctima.  
El funcionario competente -que conoce de la controversia- es autónomo al dictar la medida 
de protección que considere pertinente para conjurar la situación de violencia o amenaza; 
es por eso que en la disposición normativa se previene que podrá adoptarse cualquier 
medida necesaria para el cumplimiento y erradicación de la violencia; inclusive, en su 
último literal, contiene la potestad para que el Comisario de Familia pueda decretar 
cualquier tipo de medida de protección innominada que tienda a la protección de los 
derechos menoscabados con los hechos objeto de la denuncia por parte de la víctima.    
Una vez decretada la medida de protección, el mismo funcionario es competente para 
vigilar su ejecución y cumplimiento.   Conforme a lo dispuesto por el artículo 11 de la Ley 
575 de 2000, el funcionario que expidió la orden de protección mantendrá la competencia 
para la ejecución y el cumplimiento de estas medidas. Por lo tanto, si se llega a conocer 
que la medida fue incumplida, el Comisario de Familia procederá a convocar a una nueva 
audiencia, en la que, previamente, se escuchará a las partes y se practicarán las pruebas 
necesarias para adoptar una decisión de fondo; esta podrá finalizar con la imposición de 
una sanción de incumplimiento.  
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Las consecuencias del incumplimiento -una vez demostrados los hechos de violencia- se 
resumen así: si es por primera vez, se sancionará al agresor con una multa que oscila 
entre los 2 y 10 salarios mínimos legales mensuales-convertibles en arresto-;esta debe 
consignarse dentro de los 5 días siguientes a su imposición. La conversión en arresto es 
de 3 días de arresto por cada salario mínimo.  
Por otro lado, si el incumplimiento de la medida es reiterado dentro de los 2 años siguientes 
al haberse otorgado la medida de protección, se impondrá una sanción de orden arresto 
que va entre los 30 y 45 días. 
A manera de epílogo de esta primera parte se tiene que el espacio en el que justamente 
se encuentran más vulnerables las mujeres que pueden sufrir de violencia intrafamiliar es 
en sus recintos íntimos, sus hogares. En este contexto ha adquirido importancia la creación 
de mecanismos administrativos de control, así como la aplicación de las nominadas 
medidas de protección (por parte del funcionario competente), herramientas que, en todo 
caso, han tenido un amparo legal; sin embargo, estas medidas no se han mostrado 
suficientes para la erradicación de las violencias 
Surtido este acercamiento normativo y conceptual, resulta de interés para el suscrito 
investigador proceder con el análisis de las medidas de protección a imponer en los 
supuestos de violencia intrafamiliar, desde la perspectiva de género.  
1.2 La necesidad de la perspectiva de género y su 
justificación en los procesos de Medidas de 
protección por violencia intrafamiliar.   
 
En el desarrollo de este estudio es necesario identificar y categorizar: los aspectos que 
pululan alrededor de la violencia intrafamiliar, cuál es el escenario de su enunciación y la 
forma en que se desarrollan las violencias en la vida familiar de las mujeres. Es por eso 
por lo que la familia se posiciona como el epicentro en donde pueden surgir interrelaciones 
de subordinación, desigualdad y discriminación sobre la mujer.  
El concepto de familia se ha deconstruido con el devenir de los tiempos. Hace mucho 
fueron abandonados los arraigados conceptos de la familia “nuclear” compuesta 
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únicamente por los padres y sus hijos; la vida y sus transformaciones trajo la oportunidad 
de poder distanciarse de un dogma religioso y darle cabida a otro tipo de asociaciones que 
hoy se conciben bajo el significado de familia. Sin embargo, en varias situaciones fue 
necesario que los pronunciamientos de la Corte Constitucional ampliaran el concepto 
definido en el artículo 42 de la Constitución Política de Colombia y trajeron junto a estos, 
el reconocimiento de derechos y garantías para quienes -de alguna forma- participaban 
bajo esta descripción, pero no se encasillaban en el modelo original de composición de 
familia, esto es, por ejemplo, familias compuestas por personas del mismo sexo, madres 
o padres solteros, entre muchos otros casos.  
Como una de las últimas decisiones donde se trabajó el concepto de familia, se tiene  la 
sentencia de la Corte Constitucional C-026 del 3 de febrero de 2016, en donde se enuncia 
un concepto dinamizador que guarda sintonía con la “evolución e interacción de las 
relaciones humanas, razón por la cual no es posible fijar su alcance a partir de una 
concepción meramente formal, sino atendiendo a criterios objetivos y sustanciales 
surgidos de las diversas maneras que tienen las personas de relacionarse”. Esto es, no 
solo la constante evolución de lo que podría definirse como familia, sino la adaptación de 
todos los componentes externos que pululan alrededor de este significado, y que se 
acoplan a las realidades de los seres humanos a partir de su constante transformación.  
Traer a colación la más reciente definición del concepto de familia elaborado por la Corte 
Constitucional no es fortuito; sus pronunciamientos han hecho eco para que se reconozcan 
otros derechos que surgen al establecerse relaciones familiares modernas y muy distintas 
al vínculo matrimonial emanado entre un hombre y una mujer. Sin embargo y si 
actualmente nos encontramos ante una definición del concepto de familia amplio e 
inclusivo, podría advertirse una total renovación en el ejercicio de la convalidación de los 
derechos para quienes componen estos grupos familiares, esto es, quienes por mucho 
tiempo estuvieron rezagados de las principales situaciones que conllevaban a garantizar 
la participación, vocería, autonomía y sobre todo, reconocimiento en el ejercicio de sus 
derechos (las mujeres, las y los niños y las y los jóvenes por ejemplo), empero, la realidad 
dista mucho de esta percepción.  
El significado extrínseco de la familia parece que tuviera una convalidación de avanzada; 
reconocer los derechos de las familias ha sido algo común, donde confluyen los intereses 
de la mayoría; no obstante, lo que sucede dentro de ella sigue teniendo gran recelo, 
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privacidad, algo que no se puede volver público porque es objeto de rechazo o escarnio. 
Lo que pasa dentro de la familia sigue pensándose dentro de una órbita íntima, aquello 
que no puede exteriorizarse; es por eso que se torna fundamental al hablar de las 
violencias, la necesidad de exteriorizarlas y saber que quien decide denunciarlas, 
previamente ha debido pasar por este análisis que implica -de por sí- un esfuerzo por 
resquebrajar mitos y estereotipos atrincherados en las conciencias de las víctimas que 
suponen que al denunciar las violencias, se está rompiendo con ese supuesto círculo 
sagrado; ese pacto de solucionar las situaciones en lo privado,  -que vincula el rol de 
protección y cuidado de la mujer con el apócrifo deber de sostener la unidad de esa familia.     
 “La familia esta reglada por normas que vienen de la esfera pública. Pero cosas que pasan 
en la intimidad del hogar en realidad son cuestiones de Estado y cuestiones públicas, por 
ejemplo, el tema de la violencia” (Baeza, 2005, p. 36). Es por esto por lo que, a pesar de 
renovar constantemente los significados del concepto de familia -y de que incluso se 
puedan otorgar derechos que privilegien las nuevas formas en que surgen las relaciones 
familiares desde su interacción con el mundo económico, social y cultural-, aún se está 
muy lejos de privilegiar dentro del primer orden, la contención de hechos de violencia que 
se suscitan en los hogares.  
Es por eso por lo que, al analizar este fenómeno, no puede desligarse del lugar donde 
emanan las violencias y las dificultades a priori que surgen para iniciar el componente legal 
ante una Comisaría de Familia en aras de tramitar la medida de protección; “hay una 
tendencia a considerar que la mujer es quien ha causado los problemas de la familia o 
quien tiene prioritariamente la responsabilidad de resolverlos. Escuelas y servicios de salud 
tienden a inducir a las mujeres a seguir un tratamiento” (Baeza, p. 40). 
La dicotomía estructurada entre lo que ocurre fuera y dentro de una familia con respecto a 
la proliferación de las violencias sobre la mujer, se decantó hace mucho desde la teoría 
feminista; en efecto, expone Guiomar Dueñas Vargas que lo adyacente entre lo público y 
lo privado “ha sido repetidamente cuestionado por las feministas en la medida en que esta 
categoría no aclara el comportamiento social y político de hombres y mujeres. El poder 
masculino, por ejemplo, no se ejerce exclusivamente en la esfera pública” [Robledo & 
Puyana (compiladoras), 2000, p. 14]. Se advierte, además, que sobre esta base -en el 
hogar- el hombre es quien detenta la autoridad en las decisiones fundamentales de la 
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familia; el rol de la mujer -por el contrario-, se encuentran rezagadas a cuestiones menos 
importantes y superfluas.  
Es oportuno señalar que Florence Thomas advierte una relación directa entre el ejercicio 
de la maternidad y la necesidad de revocar los paradigmas intrínsecos de la familia y 
despojar de responsabilidades a las mujeres con ocasión a su rol dentro de la familia, 
argumentando que “la maternidad constituye en la actualidad un campo de 
problematización que es necesario trabajar desde nuevos marcos explicativos y nuevas 
representaciones culturales” (1996, p 37). 
Y es que analizar este contexto desde la “historia feminista se convierte no solo en el 
intento de corregir o suplir el registro incompleto del pasado, sino en una forma de 
comprensión critica de la manera en que opera la historia como espacio de producción del 
conocimiento sobre el género” (Wallach, 2008, p. 29); además, hacerlo bajo la prerrogativa 
de otros escenarios daría lugar a justificar los yerros perpetuados en la cultura y en las 
relaciones fenomenológicas entre hombres y mujeres. 
Es por eso por lo que el enfoque de género -en el análisis probatorio de las medidas de 
protección- no presupone la concesión de lo solicitado por la víctima, sin el análisis 
exegético de la ritualidad procesal y el cumplimiento del debido proceso; de hecho se trata, 
por el contrario, de crear garantías suficientes para los intervinientes y sobre todo para la 
mujer víctima de estas violencias. Debe entenderse, por lo tanto, que este estudio no 
plantea una adecuación arbitraria de la medida de protección por el comisario, si quien 
denuncia los hechos es una mujer. Se trata de crear un espectro de posibilidades que 
permita no solo denunciar las violencias, sino dotar de efectividad a la medida, a pesar de 
no contar con un respaldo probatorio sustentado en evidencias formales.  
Se trata entonces de reconocer las notables diferencias que existen al momento de asumir 
una decisión asociada a un conflicto familiar, donde la mujer es quien ha sido objeto de 
algún tipo de violencia, “de fundar el concepto de justicia, no en la desigualdad entre los 
individuos, sino en la desigualdad entre los grupos” (1999, p. 263). A este respecto, el 
suscrito considera importante hacer hincapié en lo señalado por Linda Mc Dowell; en 
efecto, redefine los términos de injusticia y opresión, adicionando el prestigio social, la 
fuerza física y los estereotipos del cuerpo idealizado como dimensiones que producen 
jerarquías y rezagan a ciertos grupos humanos por considerarlos de menor rango. Es, sin 
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lugar a duda, la expresión de las desigualdades en términos de categorizar la posición de 
un sujeto respecto a otro -más allá de que los dos se encuentren amparados por un mismo 
sistema de reglas-.    
Dicho esto, oportuno hay que considerar que en términos de la teoría de justicia “la 
redistribución en la esfera económica, el reconocimiento en el ámbito sociocultural y la 
representación en lo político” (Iglesias, 2012, p. 256) permiten la promoción de derechos y 
coadyuvan en el entendimiento en la concepción de una justicia transnacional demarcada 
por un mundo globalizado y dinámicas de vida en constante cambio”.     
Hechas las consideraciones antecedentes frente al concepto de justicia -y su íntima 
relación con las raíces del feminismo-, surge una reflexión necesaria que se da con ocasión  
a la profundización en estos temas y que arroja conclusiones vagas o superfluas en el 
punto de situar estos argumentos con descredito, señalando que lo que se pretende es la 
pauperización de la mujer y la supuesta incapacidad de permitirse, por sí mismas, evitar 
actos de discriminación o vulneración de derechos humanos en su contra.  En este punto 
es importante hacer alusión a un argumento de la preciada autora Linda Mc Dowell misma 
que refiere lo siguiente: “no abrigo la menor intención de pintar a la mujer como una víctima, 
no puedo dejar de constatar su sometimiento a formas concretas de dominación y 
violencia. En tales circunstancias, mientras no desaparezcan las diferencias que las 
discriminan (2000, p.46)”, no quedara más salida que hablar de estos temas e incluir el 
enfoque de género como una herramienta valiosísima, capaz de equilibrar la balanza que 
favoreció la vulneración de sus derechos.  
Retomando el tema inicialmente trabajado en este capítulo y los factores conexos que 
producen las violencias sobre la mujer al interior de los hogares, podría advertirse la labor 
desarrollada por varios grupos feministas que, desde la década de los 70 del siglo pasado, 
decidieron abordar el estudio de las relaciones de poder que se ejercen en contra de la 
mujer y los niños dentro de la estructura familiar; de hecho, “la violencia doméstica, por 
ejemplo, no se consideraba un daño físico tan grave como otras agresiones contra las 
personas, y la policía se negaba a intervenir en lo que todo el mundo consideraba «peleas 
de matrimonios»” (2000, p. 135)Estos temas fueron los primeros que comenzaron a 
trabajarse, de tal manera que se analizaran las múltiples causas que permitían comprender 
esta realidad de la forma tan somera como se manejaba.   
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Es así como se decidió interferir estas realidades y exigir no solo la participación de las 
instituciones para detener estas violencias, sino estudiar las situaciones que confluían 
alrededor de la justificación para extraer estos temas del silencio interno de las familias al 
interés público del Estado, de tal manera que el fenómeno de la violencia intrafamiliar se 
tramitara como un problema abordado por medio de una política pública integral capaz de 
crear una visión holística de este fenómeno.  
La forma en que se realiza esa intervención se expresa, por lo general, a través de la 
formulación de legislaciones proliferas; en efecto “a través del recurso a las normas, se 
circunscribe la esfera de lo humanamente inteligible, y esta circunscripción tiene 
consecuencias para cualquier ética y para cualquier concepto de transformación social” 
(Butler, 2006, p. 313). Sin embargo, el cuestionamiento emerge cuando la ley no reconoce 
las notables diferencias que existen entre quienes pretenden acceder a ella y profundiza -
aún más- estas diferencias sociales; un claro ejemplo es en el acceso a la justicia por parte 
de las mujeres que sufren de violencia intrafamiliar y las barreras que pueden llegar a tener 
para conseguir un instrumento eficaz que, desde el Estado, les permita detener estas 
violencias.  
En Colombia, la Constitución Política prescribe una multiplicidad de cargas para “el estado 
(sic) y la sociedad civil en la lucha por la eliminación de todas las formas de discriminación 
presentes en el país; y garantizar el pleno acceso a la igualdad, a la libertad y al derecho 
a diferencia de los grupos discriminados” (Velásquez, 2009, p. 75). Respecto a la 
pluricitada discriminación existente con ocasión al género (y que repercute en la 
vulneración de derechos humanos sobre las mujeres), se intenta atacar esta situación por 
medio del establecimiento de artículos relacionados con el acceso a cargos públicos en 
igualdad de condiciones, la libertad para constituir una familia y el número de hijos, el 
apoyo para las mujeres que se constituyen como cabezas de los hogares.  
Aspectos que se identifican bastante genéricos si se hubiese querido atacar, de forma 
directa, los múltiples momentos en los que se hace visible la discriminación sobre las 
mujeres y sobre todo cuando se presentan en forma de violencias al interior de las familias. 
Fue necesario que, por vía jurisprudencial, se ventilaran abiertamente las bases que 
configuraban las formas en que se reproducían hechos de discriminación; es así, como en 
la Sentencia C101 de 2005 del Magistrado ponente Alfredo Beltrán se analiza el articulo 
140 numeral 7 del código civil relacionado con la nulidad del matrimonio celebrado entre 
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una mujer categorizada como adúltera junto a su nueva pareja, expresando que, en este 
tipo de reglamentaciones, se puntualizaba una “dicotomía en la construcción del género o, 
en otras palabras, los diferentes roles y estereotipos que culturalmente se han asignado al 
hombre y a la mujer, no han hecho nada distinto que generar una enorme brecha entre los 
sexos” (Corte Constitucional).  
Los precitados pronunciamientos jurisprudenciales hicieron empalmaron con el Informe 
sobre la violencia contra las mujeres, emitido el 9 de octubre de 2006 por el Secretario 
General de las Naciones Unidas en el que se define que “[l]a violencia contra la mujer es 
la causa y, a la vez, la consecuencia de la discriminación contra la mujer. Los Estados 
tienen la obligación de respetar, proteger, promover y facilitar el ejercicio de todos los 
derechos humanos” (2006, p. 8). Lo importante de estos análisis es que fundan los hechos 
de violencia en los constantes desequilibrios de poder que existen entre la relación 
hombre-mujer y en la desigualdad-bajo múltiples contextos- que padecen muchas mujeres 
a niveles de acceso a trabajos, remuneración salarial, acceso a justicia, repartición de 
cargas en el hogar, deberes en el ejercicio de la maternidad, entre otros.  
Continúa el informe argumentando, respecto a las posibilidades que tienen las mujeres 
para poder demostrar los hechos de violencia perpetrados en sus hogares, que “los 
elementos de prueba de que se dispone siguen siendo disparejos y a veces ni siquiera 
existen” (2006, p. 42); es decir, se identifica un accionar que debe ser atacado para 
contener uno de los principales focos donde se suscitan las violencias pero, a su vez, se 
reconocen los pocos avances que sobre la materia probatoria se tienen para que una mujer 
pueda sustentar la ocurrencia de lo denunciado ante la autoridad competente.  
Otro documento hito que pone en evidencia la falta de elementos probatorios para poder 
sustentar los hechos de violencia domestica recibidos por las mujeres, es la Resolución 
52/86 de la Asamblea General de las Naciones unidas Medidas relacionada con la 
prevención del delito y de justicia penal para la eliminación de la violencia contra la mujer; 
allí se impuso la obligación para todos los Estados de investigar eficazmente los actos de 
violencia que recaigan sobre la mujer, argumentando, además, que “en dichas 
investigaciones deberían utilizarse técnicas que, sin ser degradantes para las mujeres 
objeto de violencia y minimizando toda intrusión en su intimidad, estén a la altura de las 
prácticas más eficaces para la obtención de pruebas” (1998, p. 7). 
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En esta misma línea, la recomendación número 13 del estudio multipaís de la Organización 
Mundial de la Salud sobre la salud de la mujer y violencia domestica hizo énfasis en la 
importancia de sensibilizar a los sistemas judiciales y, en especial, a los encargados de 
conocer de los procesos penales en donde las mujeres eran víctimas de violencia.  Se 
enuncio  que los funcionarios adscritos a estas dependencias “deberían aprender a utilizar 
técnicas para recabar pruebas de naturaleza médica y jurídica, sobre todo en el caso de 
las denuncias de violaciones y agresiones sexuales, de manera respetuosa y sin emitir 
juicios de valor” (2005, p. 32) en donde no solo se coadyuvara con la producción de las 
pruebas, sino que se brindaran todas las garantías tendientes a respaldar el suficiente 
soporte probatorio en la constatación de los hechos denunciados.    
En el estudio también se advierte una situación preponderante y que se ha venido 
ventilando dentro del presente análisis; de hecho se concluye que de las “investigaciones 
realizadas en numerosos países se desprenden que las redes informales, como la familia, 
los amigos y los vecinos, constituyen, normalmente, el primer punto de contacto de las 
mujeres que son víctimas de violencia, en lugar de los servicios oficiales” (2005, p. 22) y 
esto es porque la entidades donde se deben denunciar los hechos de violencia no les 
brindan a las víctimas las mínimas garantías para que los casos que se presentan tengan 
un trámite ágil, garantista en la protección de sus derechos y con una estructura 
organizacional (funcionarios idóneos y con una formación con enfoque de género) capaz 
de responder en la recolección de las pruebas que respalden las versiones y los 
argumentos de las mujeres que se deciden a revelar estas violencias.     
Tampoco es gratuita la actitud que asumen las mujeres frente al hecho de negarse a 
denunciar las violencias que se perciben al interior de la familia, aparte de lo ya enunciado 
acerca del comportamiento de las entidades que se encargan de ofertar los servicios 
públicos de atención inmediata frente a la contención de estas violencias(para Colombia, 
la policía y las Comisarias de Familia), existe dentro del ordenamiento jurídico un conjunto 
de dispositivos normativos que “han tenido un denominador común: su carácter patriarcal. 
A grandes rasgos vemos los elementos más relevantes de la tradición judío-cristiana, de 
las instituciones romanas, de las normas de derecho español y del derecho indiano” 
(Velásquez, 2009, p.p. 91-92) que marcaron la génesis de la concepción de un sistema 
normativo con temas donde solo se hacía referencia a la mujer en cuanto al ejercicio de 
sus derechos y los mecanismos para hacerlo plausible; todos abordados desde la 
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imposición de lo masculino como lo predominante y la sujeción de la mujer a estas 
realidades. 
La sentencia de la Corte constitucional C-082-99 del diecisiete (17) de febrero de mil 
novecientos noventa y nueve (1999) cuyo magistrado ponente fue el Mg. Carlos Gaviria, 
decidió realizar un análisis de la constitucionalidad del numeral 7 del artículo 140 del 
Código Civil, mismo se refería a la nulidad del matrimonio cuando se celebraba entre una 
mujer adúltera y el supuesto cómplice, probándose el adulterio. Allí se expone la 
generalizada dualidad en la construcción del género a partir de las definiciones normativas: 
mientras al hombre se le cree fuerte y racional, a la mujer se le considera débil e irracional, 
concluye que “no es para nadie desconocida la histórica discriminación que ha padecido 
la mujer en la mayoría de las sociedades anteriores y contemporáneas, en donde el 
paradigma de lo humano ha sido construido alrededor del varón”. 
Al advertir el análisis probatorio en un proceso de medidas de protección por violencia 
intrafamiliar y con base en todos los antecedentes enunciados que le dan piso y 
fundamento a la necesidad de la perspectiva de género en los casos en los cuales es 
víctima una mujer, llevarían a la conclusión de, por ejemplo, modificar la carga de la prueba, 
contar con un perito o auxiliar de la justicia que pueda apoyar en la consecución de las 
pruebas y en general, flexibilizar los mecanismos legales para la consecución de la verdad 
material sobre los hechos denunciados.  
Es necesario aproximarse a un contexto en el que la carga de la prueba en los procesos 
administrativos -por medidas de protección- se encuentre en cabeza del agresor. Pero 
mientras esto ocurre, no es posible quedarse de brazos cruzados esperando a que sea la 
víctima -con sus limitados recursos-, quien exponga, sustente, introduzca y convalide las 
pruebas que sustenten lo ocurrido en su denuncia; se considera que es necesarísimo que 
el Comisario de Familia (como director del proceso), permita una incorporación de la 
prueba en donde él no sea un convidado de piedra sino que, por el contrario, persiga la 
constatación de los hechos, inclusive, si el único medio probatorio con el que se cuenta es 
la mujer víctima de las agresiones.    
Antes de finalizar este acápite, interesa señalar que se torna fundamental hablar de 
violencias, exteriorizarlas y denunciarlas. Asimismo, es preciso que el concepto de familia 
empiece a ser pensado desde la perspectiva de género y los ámbitos social, económico y 
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cultural. También, que se analice a profundidad aspectos asociados a la discriminación y 
que se reflexione frente al valor de poder probar los hechos de violencia; igualmente, no 
debe perderse de vista el rol fundamental del comisario de familia.  
Surtido este acercamiento frente a las medidas de protección que, con perspectiva de 
género, pretenden aplicarse en los supuestos de violencia contra la mujer -e intrafamiliar, 
procede el análisis respecto a la efectividad probatoria de estas. 
1.3 La crisis de la efectividad probatoria para decretar 
medidas de protección en los procesos por violencia 
intrafamiliar. 
 
El problema se centra entonces en identificar el mecanismo más efectivo para que las 
mujeres violentadas puedan demostrar la ocurrencia de los hechos y así, ser beneficiadas 
de las medidas de protección. Probar los hechos es el vehículo que puede conducir a que 
las violencias, (muchas de ellas enmarcadas en situaciones de agresión verbal, psicológica 
o económica), se conozcan, identifiquen, visibilicen y sobre todo, prevengan y sancionen 
por parte del Estado, en aras de lograr un acceso a justica pronto y restaurativo.  
Debe señalarse que Jordi Ferrer manifiesta que “en cualquier proceso judicial moderno 
existe la posibilidad para las partes de aportar medios de prueba a favor de la 
reconstrucción de los hechos que defiendan en el proceso” (Ferrer & Gascón & González 
& Taruffo & Ferrer, 2011, p.5), es decir, las partes se encuentran facultadas para demostrar 
y comprobar que sus versiones se encuentran sustentadas en medio de elementos 
materiales probatorios capaces de llevar al operador que toma la decisión a que corrobore 
la ocurrencia de los hechos.   
En este mismo sentido Daniel González refiere que: 
En el proceso de prueba judicial pueden distinguirse, a efectos analíticos, dos fases: una 
primera fase que consistiría en la práctica de las pruebas y, por tanto, en la obtención de 
información a partir de ella, esto es, a partir de lo que dicen los testigos, los peritos, 
etcétera. Una segunda fase consiste en extraer una conclusión a partir de la información 
obtenida en la primera fase. Esta segunda fase se correspondería, propiamente con el 
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razonamiento probatorio. La primera fase puede verse también como el establecimiento 
de las premisas del argumento que trata de probar una determinada hipótesis (qué es lo 
que en realidad sucedió). La segunda fase puede verse cómo la realización de la inferencia 
que permite pasar de las premisas a la conclusión (2011, p.p. 89-90).  
Se advierte entonces que existen por lo menos dos eventos dentro del proceso que puede 
conllevar a la toma de una decisión judicial o, para el presente asunto, una decisión 
administrativa. Y con esto, se acompaña a “la justicia de la decisión que no sólo supone 
su legalidad, es decir, su derivación de una correcta interpretación y aplicación de las 
normas, sino también su veracidad, es decir la corroboración de la verdad acerca de los 
hechos relevantes: la razón fundamental de ello es que ninguna decisión se puede 
considerar justa si se basa en una corroboración falsa o equivocada de los hechos del 
caso” (Cruz, Ed, 2015, p. 46).  
La identificación de la verdad procesal en pro de conocer cómo ocurrieron los hechos al 
interior de una familia; por un lado, juegan aspectos propios de la víctima como el temor, 
el desconocimiento para acceder a las rutas institucionales que le garanticen un debido 
amparo y que sus denuncias no tengan eco gracias a la falta de pruebas que den cimiento 
a esa verdad que pretenden retratar. Lo anterior, aunado a las excesivas cargas laborales 
de las Comisarías de Familia, la desestimación de las denuncias por considerar que lo 
dicho por la víctima no constituye gravedad y, en algunos casos, falta de conocimiento del 
funcionario a la hora de aplicar la normativa atada a este procedimiento. 
Es necesario recordar que el proceso de medidas de protección se creó para garantizarle 
a la víctima de la violencia intrafamiliar un mecanismo expedito que garantizara y 
salvaguardara sus derechos con ocasión de la presencia de hechos violentos al interior de 
su hogar, mismos que revisten aspectos de la intimidad propia no solo de la víctima sino 
de los seres con los que se relaciona -y con los que regularmente mantiene lazos afectivos- 
Es muy complejo exigirles a las mujeres que desconocen de reglamentos, contenidos 
normativos, procedimientos y regulación sobre la adecuada presentación de los medios de 
prueba, que lo hagan eficientemente en el instante en que deciden denunciar los hechos 
de maltrato, más aún, por su situación de vulnerabilidad emocional y psicológica a 
consecuencia de las acciones de violencia percibidas. 
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Si se está ante una parte procesal poco o nada cualificada, vulnerable y que carezca de 
una adecuada representación judicial, que le permita hacer un ejercicio adecuado en el 
aporte de pruebas y si los elementos probatorios son escasos (y el contexto en el que se 
narran los hechos hace difícil su concatenación), es muy posible que la petición de la 
medida de protección no sea tomada en cuenta y que, por lo tanto, se deniegue. En ese 
devenir aparece el operador administrativo para proferir o negar las medidas de protección, 
una vez conocidos los hechos denunciados por las víctimas como violencia intrafamiliar.  
Por lo menos, en lo que respecta a la recolección de la prueba del examen de medicina 
legal en donde puedan identificarse rastros del maltrato físico propinados por el agresor (y 
así poder determinar la gravedad de las lesiones con la incapacidad médico legal, esto, 
por la necesidad de la inmediación de la prueba y que con el pasar de los días las lesiones 
sean superadas), el inciso segundo del artículo 6 de la Ley 575 de 2.000, prevé que desde 
la presentación de la denuncia ante la Comisaria, es decir, al momento de enunciarse los 
hechos materia de la violencia suscitada, el funcionario podrá solicitar prueba pericial, 
técnica o científica, a peritos oficiales quienes rendirán su dictamen conforme a los 
procedimientos establecidos por el Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses. 
Por su parte, en lo referente a la oportunidad con la que cuenta el denunciado como 
perpetrador de los hechos generadores de la violencia, se tiene que en el artículo 13 de la 
Ley 294 de 1996, considera que este podrá presentar descargos antes de la audiencia y 
proponer fórmulas de avenimiento con la víctima e igualmente solicitar pruebas que se 
practicarán durante la audiencia que defina o revoque el otorgamiento de la medida.  
Ahora bien, de manera formal el momento para poder introducir al proceso las pruebas 
que pretenden demostrar las acciones de violencia -de acuerdo con la reglamentación 
referida- se da en el desarrollo de la audiencia de medida de protección; el Comisario, en 
la misma audiencia, la decretará y practicará las pruebas que soliciten las partes y las que 
de oficio estime él conducentes.   
Con este contexto bifurcado, es decir, el externo en donde se evidencian graves 
inconvenientes con ocasión a la presentación de las medidas de protección ante los 
Comisarios de Familia por parte de las mujeres víctimas de violencia intrafamiliar, y por 
otro lado, el interno, en donde la forma de introducir las pruebas para demostrar la 
existencia de los hechos es totalmente desconocida o no es efectiva porque no se logran 
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demostrar las situaciones denunciadas, se asoma la crisis del sistema probatorio que se 
encuentra dispuesto para que la víctima de las agresiones logre, con éxito, protegerse y 
salvaguardar sus derechos.    
De lo hasta aquí dicho considera el suscrito se debe destacar que se deben proveer los 
medios necesarios para que se logre probatoriamente una reconstrucción de los hechos; 
asimismo, que se agoten en idóneas condiciones las etapas del proceso; todo lo anterior, 
con miras al alcance de una verdad procesal y aquí -se insiste- ostenta un rol determinante 
el comisario de familia.  
Realizado este análisis crítico, adquiere importancia el análisis del objeto y tema de prueba 
al interior de los procesos en los que se busca la imposición de medidas de protección en 
eventos de violencia de género, concretamente, contra la mujer.  
1.4 El tema y el objeto de prueba dentro de los procesos 
de medidas de protección. 
Se hace evidente “la importancia de la prueba que se deriva de un carácter instrumental 
para el cumplimiento de diversos fines. Dentro de éstos está el cumplimiento efectivo del 
derecho sustancial en general, del cual se deriva, en especial, el cumplimiento de la 
garantía fundamental del debido proceso” (Giacomette, 2017, p. 129). 
“Cada persona suele circunscribir su atención a los pequeños fragmentos de realidad que 
de algún modo comprometen sus intereses. La racionalidad induce al individuo a precisar 
sus objetivos y a partir de éstos identificar los hechos de los que ha de ocuparse. Así, quien 
ha sufrido un daño se ocupa de establecer cuál fue la causa y a quien es imputable ésta. 
Su tema es ese y sólo ese” (Rojas, 2015, p. 64),:de lo anterior se colige que de que lo que 
importa en las cuestiones vinculadas a los asuntos relacionados con las medidas de 
protección y su proceso en sí, no son aspectos superfluos ni hechos caracterizados por 
aspectos personales o secuenciales a las violencias; allí se debate la existencia o no de la 
agresión para que puedan activarse elementos propios del trámite como la determinación 
de una casa refugio para la víctima, de medidas cautelares o previas al desarrollo de la 
audiencia e inclusive, la orden a los funcionarios policiales para que brinden 
acompañamiento en sectores públicos a la misma.   
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Se tiene entonces que el debate probatorio se centra en demostrar que los hechos de 
violencia acaecieron y que -con ellos- se ha generado un perjuicio sobre la persona, cuya 
característica primordial para que opere, se asocia al vínculo familiar entre el agresor y la 
mujer que fue agredida porque, como lo advierte el profesor Cañón, los hechos constituidos 
como fuentes de prueba pueden ser preestablecidos o circunstanciales, de conocimiento 
(directos, inmediatos, sin intermediario) o de procedimiento probatorio, o sea, aquellos que 
requieren de ciertos mecanismos, de elementos específicos-denominados medios (para 
indicar o realizar, ofrecer o proponer, producir o recibir)-, para conducir o llevar el 
conocimiento de la  fuente al proceso (inspección judicial, dictamen pericial, entre otros.) 
(p. 287).      
No es cuestión ni interés dentro del proceso ventilar temas distintos a los hechos que 
suscitaron las violencias; no es posible que, a pesar de que estas se asocien precisamente 
a temas como el vínculo matrimonial que el agresor tiene con la víctima o la adjudicación 
de una propiedad que hace parte del haber de la sociedad patrimonial o conyugal donde 
se presentan los hechos de agresión, se puedan dirimir tales asuntos por medio de este 
tipo de escenarios. Si bien existen varias medidas de protección que pueden restringir el 
derecho a visitas y la custodia de los hijos, la prohibición de enajenación de predios o 
inmuebles por parte del agresor que se encuentren bajo su propiedad e incluso, la orden 
de desalojo del lugar de cohabitación con la víctima, el tema de fondo que tramita bajo la 
causa allegada a la Comisaría es una sola, esto es, que se determine la existencia de la 
violencia y, por lo tanto, tenga cabida la imposición de las medidas de protección.  
El objeto de las pruebas se resume en un solo elemento: probar los hechos en una 
audiencia en la cual es posible que el agresor niegue la ocurrencia de los mismos y en 
donde allegar las pruebas -como sustento que respalde la versión de la agredida-, se torne 
escaso y limitado. No es fácil para la víctima prever que las agresiones se van a presentar 
para que, de alguna manera, pueda constituir algún acervo probatorio; la recolección de 
datos, pesquisas, referencias y algún otro material de apoyo se hace doblemente difícil, no 
solo porque es muy complejo que se cuente con estas herramientas, sino porque la 
celeridad del proceso conlleva a que, en un muy corto tiempo, deba comparecer a la 
audiencia y sustentar lo denunciado, con el respaldo -en el mejor de los casos- de un 
examen del Instituto Nacional de Medicina Legal que demuestre una incapacidad, un 
testigo o simplemente, contar la versión de los hechos por medio de la versión de parte y 
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una vez el agresor ejerza el derecho de contradicción, realice una confesión parcial o total 
de los hechos.  
“Así, pues, toda prueba comprende -al menos- dos hechos distintos: el uno que puede 
llamarse el hecho principal, que es el que se trata de probar que existe o no existe; el otro, 
el hecho probatorio, que es el que se emplea para probar el sí o el no del hecho principal” 
(Bentham, 2000, p.p 9-10). De estos dos hechos deviene el argumento que da sustento al 
núcleo esencial de lo que se pretende demostrar ante el Comisario una vez se ha 
presentado una medida de protección. Lograr el otorgamiento de la misma, en muchas 
ocasiones, no pasa por obtener el medio probatorio más idóneo para demostrar la 
existencia de los hechos; incluso, ni siquiera pasa por establecer la verdad sucinta de todo 
lo ocurrido. Se busca, más bien, (en esencia), evitar la reproducción de los hechos que 
produjeron la violencia intrafamiliar. 
A manera de epílogo, se evidencia la importancia de la que debería revestirse a las 
pruebas y a la puesta en práctica de las medidas de protección; todo lo anterior, con miras 
a que no se perpetúe la violencia contra la mujer garantizándose, además - a la postre - 






2. ¿Qué tanto del dispositivo probatorio con el 
que cuenta la víctima es plausible aportar al 
proceso? ¿qué probar, qué límite temporal 
probatorio se tiene y cómo probar?: 
elementos esenciales del derecho 
probatorio de las medidas de protección. 
Ante el desencantamiento simbólico de la realidad y la desacralización del derecho, la 
legitimidad legal-racional sobre la que reposaba la justificación pública de la sociedad 
deviene, en una singular paradoja, una fe en la legalidad, que la sociedad se ve compelida 
a asumir para justificar los procedimientos a los que se encuentra sometida en aras de la 
racionalización sociocultural capitalista (Mejía, 2006, p. 7). Sin embargo, estos 
procedimientos no siempre son retributivos ni imparciales. Tampoco le otorgan a los 
asociados la posibilidad de tener un contenido de universalidad, de tal manera que se 
puedan entender como producto del consenso y la inclusión de la legalidad; por el 
contrario, se manifiestan con un sesgo que, en varias ocasiones, evidencia la 
discriminación sobre las mujeres que pretenden acceder a un derecho.  
 
En una ciudad como Bogotá -donde la oferta institucional y de servicios es variada-, se 
podría suponer que la brecha para reducir los índices de violencia intrafamiliar en contra 
de la mujer está yendo a la baja, tal como lo supone la fórmula de cobertura gubernamental 
que infiere que, entre mayor presencia institucional y oferta de servicios, más casos serán 
investigados y sancionados; por ende, mayor será la capacidad de restituir -por medio de 
la justicia-, la protección de los derechos vulnerados.  
 
Se piensa que con el simple hecho de que existan múltiples entidades en lo local, es 
suficiente para que la mujer acuda a estos espacios y ponga en conocimiento de las 
autoridades las respectivas denuncias con el fin de que se activen las contingencias o se 
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tomen las medidas restrictivas correspondientes; sin embargo, no se piensa en la 
disposición de estos agentes estatales para ofrecer los servicios ni tampoco el 
conocimiento que tengan para orientar adecuadamente a la víctima. 
 
El fondo de las Naciones Unidas para la mujer –UNIFEM-, presentó los resultados 
obtenidos en la encuesta referente a la tolerancia social e institucional de la violencia 
basada en género, respecto a una muestra de 1.080 personas, -compuesta por una 
población civil, no institucional, de 12 años y más, residente en cinco regiones del país y 
diez ciudades; y una muestra de funcionarios de 14 entidades públicas de los sectores 
justicia, salud, educación, entre otros, con competencias en la atención a víctimas de la 
violencia basada en género.  
 
Apartes de esta encuesta concluyen que una vez que las mujeres han decidido acudir a la 
justicia, se encuentran con obstáculos de entrada que impiden que su demanda sea 
atendida por un tercero imparcial. Primero, encontramos situaciones de falta de atención 
en la recepción de la denuncia. Estos problemas pueden deberse al menos a dos razones, 
a saber: por un lado, algunos de los funcionarios que reciben a las mujeres víctimas de 
violencia no las atienden, las remiten con oreas personas o las hacen ir varias veces. En 
la falta de atención se encuentra desde la situación en la que la autoridad no hace 
absolutamente nada, hasta en la que remite el caso a otra. 
 
En un segundo momento de esta misma encuesta, se evidencia que las mujeres 
mencionaron que una barrera de entrada es, en ocasiones, la falta de suministro de 
información necesaria para la presentación de la denuncia y para continuar exitosamente 
con el proceso; también se concluye que existen barreras institucionales para la recepción 
de las denuncias cuando se acude a Comisarías de Familia o Fiscalías. De una parte, 
algunas mujeres adujeron que una la brecha con la que se encuentran cuando han 
decidido ir a la autoridad a denunciar el caso de violencia es que personas no calificadas 
atienden sus procesos. Por ejemplo, las mujeres que acuden a la casa de justicia de su 
localidad para denunciar la violencia en su contra deben superar, primero, al señor de 
seguridad y vigilancia de la casa (en la mayoría de los casos es un hombre) que las 
interroga antes de entrar. Después, la persona del Centro de Recepción de Información 
(CRI) les pide más información de la debida, antes de remitirlas a la persona habilitada 
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para llevar el caso –comisario de familia y su equipo interdisciplinario- (trabajadores 
sociales y psicólogos)”. (La Rota, et al, 2014, pgs. 261-262).  
 
Se tiene que, para el caso de Bogotá, en cada localidad existe al menos una Comisaría de 
Familia que funciona en horario de oficina -de lunes a viernes-; incluso, hay algunas que 
en ciertas zonas donde se presentan mayores conflictos, funcionan las 24 horas. También 
existen las casas de justicia donde se encuentra un delegado de la fiscalía o la Sijin 
encargado de recibir las denuncias por la ocurrencia del delito de violencia intrafamiliar; 
todo esto a nivel de proximidad y de la supuesta inmediatez de la justicia.  
 
A pesar de la presencia de estas entidades, desafortunadamente la realidad que exhiben 
muchas mujeres -luego de haber estado ante una Comisaría de familia o la Fiscalía- es 
que, en varias ocasiones, el acceso al reclamo de sus derechos, la reivindicación que se 
esperaría frente a las actuaciones realizadas por los funcionarios públicos y las decisiones 
tomadas, no solo no amparan su derecho a vivir una vida libre de violencias sino que las 
sitúa como parte del problema, llegando incluso a pasar por un proceso de revictimización 
donde ya no es el agresor sino el funcionario quien, con las actividades desplegadas en 
su intervención, termina por eliminar todo ímpetu o exigencia de reparación a favor de la 
mujer. 
 
Los fallos donde se otorgan las medidas de protección deben garantizar el amparo del 
derecho fundamental a una vida libre de violencia para las mujeres en el marco de que las 
decisiones garanticen mínimos de cumplimiento y acatamiento por las partes que 
interactúan en el conflicto.  
“Los fallos emitidos, para cumplir la función socio integradora que ha de ejercer el orden 
jurídico y satisfacer a la pretensión de legitimidad del derecho, han de cumplir a la vez los 
requisitos de representar decisiones consistentes y de ser racionalmente aceptables” 
(Habermas, 2010, p. 267).      
 
Por esto, en primera instancia se podría advertir que las complicaciones que las mujeres 
tienen para hacer reivindicar sus derechos y presentar formalmente una denuncia frente a 
la ocurrencia de sucesos que vulneran su integridad física, psicológica, emocional o 
económica, son aspectos atribuibles expresamente a la formulación de programas 
parametrizados en políticas públicas dictaminadas desde el gobierno o al vuelco constante 
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de normas que pretendan controlar estos comportamientos pero, como se examinó, tal 
consideración no es del todo cierta.  
 
Se entiende, por lo tanto, que el problema debe ser analizado en su integralidad y no 
interpretarlo desde el desuso de la norma o la indebida aplicación de las medidas de 
protección, comprender las problemáticas que se dan previo a formular una petición ante 
la justicia para socavar la protección del Estado o luego de interpuesta la petición, medir 
adecuadamente los instrumentos dispuestos en la norma para conseguir un efectivo 
amparo de los derechos puestos en disputa, apalancar el adecuado funcionamiento de las 
medidas de protección, entendidas como las herramientas cautelares más poderosas para 
contener la reproducción de la violencia sobre la mujer.  
 
Comprender esta realidad es un requisito necesario antes de adentrarse en el análisis de 
la eficacia de las medidas cautelares o anticipatorias de la violencia intrafamiliar; conocer 
el contexto en el que se desenvuelven podrá dimensionar las aristas a las cuales debe 
apelarse en caso de que se quiera mejorar su funcionamiento y en caso de que las usuarias 
(todas las estadísticas e informes sobre violencias dan cuenta que un alto porcentaje de 
denuncias son presentadas por mujeres) receptoras en su mayoría de estas medidas 
evidencien cambios profundos en la forma en que las instituciones abordan estas 
problemáticas y en la medida en que comiencen a evidenciar que en verdad sirven para 
contener los episodios de las agresiones que día tras día suceden en la ciudad. 
 
Haciendo referencia al concepto de prueba, una vez decantadas las reflexiones sobre el 
contexto en el que se podrían decretar las medidas de protección dentro del proceso 
administrativo que se analiza, debe entenderse que, más allá del concepto lato de prueba 
resaltado por múltiples doctrinantes, se entiende para efectos del presente análisis que 
“En sentido estricto, la prueba recae sobre los enunciados fácticos que un sujeto emite y 
no sobre los hechos narrados en dicha afirmación, pues son las afirmaciones o negaciones 
sobre los hechos las que pueden ajustarse o desajustarse de la realidad acaecida” 
(Giacomette, 2017, p. 57).      
 
La prueba -en su concepto integral- hace presencia en todos los procesos sin distinguir 
una diferenciación específica al tratarse de un trámite penal, civil o laboral; sin embargo, 
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sí es posible darle un enfoque a la prueba en este tipo de trámites entendiéndola como “la 
concretización de la prueba [que] no es cosa distinta que el acreditar la existencia o no de 
ciertos hechos que se alegan (acción de probar), derivando de éstos juicios, motivos o 
razones que convenzan al juzgador (certeza), utilizando los mecanismos o medios de que 
nos provee el ordenamiento jurídico (medios de prueba). En términos epistemológicos, se 
habla de prueba cuando el juez encuentra soporte fáctico en los medios probatorios para 
valorar y emitir un juicio sobre los hechos.” (p. 61).   
 
El punto se establece en definir qué tanto del dispositivo probatorio con el que cuenta la 
víctima es plausible aportar al proceso, qué probar, el límite temporal probatorio, cómo 
probar y por otro lado, el valor probatorio que el comisario, como director del proceso, 
establece para decretar probados los hechos y, por ende, definir la imposición de la medida 
de protección. “El proceso de valoración de la prueba corresponde al funcionario 
encargado de pronunciarse sobre el desarrollo del proceso y para ello debe hacer un 
análisis minucioso, crítico e integral de cada uno de los elementos probatorios allegados 
oportunamente al proceso” (Giraldo & Escudero et al, 2015, p. 26).  
 
Definir qué aportar al proceso es una de las cuestiones más complejas que enfrenta la 
víctima al momento de presentar la denuncia; por lo general, el hecho de acudir ante la 
Comisaria en ciertos casos, puede venir  precedido de un cúmulo de violencias que no 
fueron denunciadas, ya sea por la misma tolerancia a ellas o por desconocimiento, también 
porque el hecho revistió de tal gravedad que fue necesario presentarlo ante una autoridad 
pero, por lo general, el acontecimiento violento que se expone tiene unos antecedentes de 
meses y años, un histórico de violencias que se naturalizan y de las cuales solo se es 
consciente cuando se identifican, más allá de la agresión física. 
 
Este proceso exige una temporalidad -como ya se ha destacado-, debido a la urgencia 
manifiesta y a la posible gravedad de los hechos, solo se pueden conocer de hechos 
producidos, treinta días antes a la presentación de la denuncia. Muchas mujeres, al 
momento de exponer los hechos, enumeran múltiples sucesos desconociendo este límite 
temporal, exhiben pruebas fotográficas de agresiones pasadas guardadas en su celular 
como evidencia de estos hechos, grabaciones registradas en su celular donde relatan ellas 
mismas, las violencias o incluso reportes testimoniales de eventos pasados.  
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Nada de esto puede servir como elemento probatorio si no cumple la temporalidad referida, 
no es que no sea reprochable ni mucho menos sancionable, pero deberá seguir otro 
destino, esto es, ante la Fiscalía General de la Nación, donde podrá presentarse la 
denuncia por el delito de violencia intrafamiliar, adjuntando las pruebas respectivas. 
 
Conforme a esta reflexión, se advierte que es un elemento fundamental en este tipo de 
procesos, la temporalidad de los hechos y por ende de las pruebas que sustentan las 
versiones brindadas por la víctima, esto porque “las pruebas que se produzcan en todo 
tipo de actuación judicial o administrativa deben tener eficacia, es decir, deben producir 
efectos jurídicos, en el sentido de llevar al fallador al criterio de la plena certeza para 
decidir, porque el fin de la prueba es lograr la convicción (Peláez, 2015, p. 65).            
 
“Tanto en el campo general del derecho como en las normas procesales; la eficacia mira 
a los contenidos de la prueba y también contempla la regulación formal de su 
incorporación, que precisa de un ritual más o menos riguroso” (Borja, 1999, p. 53), por lo 
que será eficaz la prueba aportada en el proceso de medida de protección, si tiende a 
demostrar los hechos acaecidos hasta 30 días antes de ponerse en conocimiento del 
comisario de familia.  
 
Es por eso que cuando la víctima acude a la exposición de los motivos para que le sea 
otorgada la medida de protección, el primer filtro para determinar la competencia del 
funcionario que conoce del asunto es la fecha de ocurrencia de las violencias, y a su vez, 
la compilación de motivos y argumentos que pretenden sustentar se encuentren 
enmarcados en esta temporalidad. Puede que se intenten aportar, registro por registro, 
todas las agresiones resumidas desde el preciso momento en que arrancaron, pero si no 
se demuestra una acaecida en los últimos treinta días, no habrá competencia para conocer 
del asunto; la efectividad de las pruebas, muy pertinentes para otro tipo de procesos -
como, por ejemplo, la denuncia penal por el delito de violencia intrafamiliar o la demanda 
de divorcio por la causal de ultrajes, el trato cruel y los maltratamientos de obra- en este 
evento, perdería todos los efectos y no podría decretarse.              
 
Es importante entender que las medidas de protección existen (en  esencia) porque tienden 
a ser el instrumento que, por medio de la celeridad, le garantizan a la víctima de la violencia 
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una solución inmediata en la contención de un nuevo hecho o en poder evitar la continuidad 
del presentado.  
 
Esta explicación deja en claro el primer punto a tener en cuenta dentro del escudriñamiento 
de los elementos que componen la estructura del qué es lo que se prueba dentro del 
proceso de medidas de protección. Entender qué probar teniendo en cuenta la 
temporalidad enunciada es, sin duda, la principal característica para definir lo que se puede 
a nivel probatorio, no solo presentar ante el comisario, sino la sustentación para adjudicarle 
competencia.  
 
Siguiendo esta misma línea, conocer qué se debe probar no pasa por la sencilla afirmación 
inferencial y relacionada con que se prueban los hechos denunciados, es mucho más 
estructural que el simple silogismo de vincular las agresiones recibidas con la presentación 
de las pruebas en la audiencia, “existe además, para las partes la carga de probar los 
hechos en los cuales se fundamentan sus pretensiones o excepciones y que son el 
supuesto de las normas que consagran ese efecto jurídico, por lo cual corren el riesgo de 
sufrir consecuencias desfavorables si llegare a faltar dicha prueba” (Echandía, 1996, p.p. 
454-455). 
 
La denunciante deberá seleccionar de la lista de acontecimientos, los ocurridos en los 
últimos treinta días y, a partir de allí, construir un caso que permita demostrar la ocurrencia 
de los hechos. No es una suma sistemática de violencias la que termina configurando la 
medida de protección, sino poder demostrar cualquier tipo de violencia prescrita en la Ley 
1257 de 2008, vinculada a un hecho. 
 
Un segundo estamento en el entendimiento conceptual anclado al tema probatorio de estos 
procesos se refiere a qué debe probarse, situación que se articula con el análisis anterior, 
pero que guarda especificidad con ocasión a lo que se demuestra dentro de la audiencia y 
la actividad probatoria en sí, que debe llevar a la plena convicción del funcionario sobre la 
ocurrencia de las acciones puestas en su conocimiento. “Las evidencias pertinentes 
pueden ser numerosas, pero no se necesita llevarlas todas al juicio. Sólo se llevarán las 
que sean útiles, de modo que un medio de prueba resulta ser relevante cuando además 
de pertinente es útil” (Ramírez, 2019, p. 101).      
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Probar los hechos implica un ejercicio que va más allá del relato, de la narración copiosa 
de los hechos; concretamente de dos eventos importantes: el primero, que se refiere a la 
exposición de los hechos, en un momento posiblemente ¿aciago? gracias a la muy reciente 
perpetración de las agresiones o por el impacto que estas produjeron en la psiquis de la 
víctima; sin embargo, dejar enmarcados los hechos, posibilitará a futuro el aporte de las 
pruebas que los respaldan. 
 
En esta narración la víctima deberá señalar palmo a palmo los aspectos más relevantes 
de la acción o acciones que condujeron a la agresión, destacando aspectos propios del 
tipo de violencia que se pretende convalidar (psicológica, económica, patrimonial, física, 
entre otras). No es una enunciación per se dé una lista de sucesos indeterminados, 
indefinidos y vacíos, es la concatenación de los aspectos más importantes que pueden 
llevar a poner en un momento y tiempo específico, la ocurrencia de tales aseveraciones.  
 
“Parece que deberíamos ser bastante prudentes en diferenciar los términos prueba y 
hecho. Podemos tener varias clases de prueba acerca de algún evento, pero si esta prueba 
es, en alguna medida, no concluyente, no estamos autorizados para decir que esta prueba 
implica la ocurrencia o la verdad de este evento” (Schum, 2016, p. 55), por lo que se debe 
entender entonces que esta exposición de los hechos debe preponderar y exaltar la 
manera en que se presentaron las agresiones, dejando a un lado aspectos auxiliares de lo 
ocurrido, en aras de evitar la distracción en el punto central al cual se quiere llegar y 
demostrar. Esta narración deberá incluir el argumento en donde se explique el vínculo 
familiar por consanguinidad o afinidad que tenga la víctima respecto al victimario. 
 
El último ítem a estudiar en este capítulo se asocia al cómo probar, entendido como el 
ejercicio del aporte de los elementos materiales probatorios que conlleven a determinar -
por parte del juzgador-, la declaración de ciertos los hechos probados y que se aludieron 
en la denuncia, “nos referimos entonces a la actividad probatoria: tan trascendente, tan 
importante para el proceso, en la medida en que está conformada por un conjunto de actos 
sistemáticamente concatenados para la petición, admisibilidad y adquisición, producción y 
valoración de la prueba” (Giacomette, 2017, p. 147). 
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Bajo esta óptica, la actividad probatoria se convierte en el propio vehículo para demostrar 
la ocurrencia de los acontecimientos, actividad que se desglosa a partir de la introducción 
de la prueba dentro del proceso. En sí, al momento de presentar la solicitud de las medidas 
de protección, no existe una recepción o recaudación de elementos materiales probatorios; 
si ese día son presentados audios, videos o algún otro medio que comprueben la versión 
de la víctima, se le pide que aporte tales evidencias el día de la programación de la 
audiencia; sin embargo, es posible que se deba ordenar la remisión de la víctima al Instituto 
Nacional de Medicina Legal para que sean valoradas las lesiones físicas. 
 
Esta es una prueba que se decreta al momento de presentarse la denuncia y se remite de 
forma inmediata por razón de la necesidad de poder determinar la incapacidad médico 
legal y evitar que las lesiones sanen o se curen con el pasar del tiempo. 
Desafortunadamente este examen es el único que es inmediato; se atiende por vía de 
remisión proveniente de la Comisaría de Familia. Esta servirá en su momento no solo para 
inferir la ocurrencia de las agresiones, sino para poder decretar las medidas de protección 
y para darle fuerza a la investigación penal por la ocurrencia del delito de violencia 
intrafamiliar. Frente a hechos de violencia verbal y psicológica es posible obtener la 
intervención de este Instituto para que, por medio de un peritazgo clínico, se logren 
identificar los visos de estas violencias, pero lamentablemente la programación de estos 
estudios clínicos es demorada y debido a la inmediatez de la prueba en este tipo de 
procesos, no se logran aportar, siendo muy complejo que el dictamen pueda ser analizado 
por parte del comisario. 
 
Más allá de esta situación genérica que se usa en la mayoría de los procesos de medidas 
de protección en donde se recibe la denuncia, se establecen medidas de protección 
provisionales; se programa audiencia de medida de protección definitiva se convoca a las 
partes, las partes asisten, se escucha a la víctima para que se ratifique y, si es su deseo, 
complemente la versión de los hechos; se permite la presentación de las pruebas que 
sustentan su acusación, se le da traslado al presunto agresor de los hechos denunciados 
junto con las pruebas aportadas, se establece la posibilidad de que refute lo aseverado y 
presente las pruebas que contradigan lo argumentado por la víctima para, finalmente, 
obtener el fallo de la imposición definitiva o levantamiento de las medidas, por parte del 
comisario. Es menester referirse a situaciones en donde es posible vincular pruebas que 
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ya se hayan introducido en otros procesos como, por ejemplo, en el proceso penal por el 
delito de violencia intrafamiliar o en un proceso de divorcio por medio del juez de familia. 
 
Existen oportunidades procesales para que, por medio del Comisario y en el desarrollo de 
la audiencia, se puedan pedir pruebas, copias o cualquier otro elemento importante que 
sirva de referente para fallar la imposición de las medidas de protección; ante este evento 
el Comisario deberá suspender la audiencia y solicitar el traslado de la prueba mediante la 
correspondiente copia. Es posible que  sea necesaria la presencia de testigos que, por 
razones externas a las partes, no puedan ser conducidos voluntariamente a la audiencia; 
tal es el caso de los funcionarios policiales quienes en múltiples ocasiones son los primeros 
respondientes frente al llamado de emergencia y la contención de las acciones de violencia 
que se presentan en los hogares; son testigos presenciales de los hechos y les consta la 
ocurrencia de las violencias, por lo que se hace necesario que el Comisario los convoque 
a la audiencia. 
 
La particularidad del recaudo de estas pruebas y el desconocimiento de la víctima (para 
que al preciso instante en que allega la denuncia, pueda establecer el material probatorio 
con el que cuenta y el que debe ser introducido vía prueba trasladada o solicitada 
directamente por el Comisario), entorpece la fluidez de la audiencia de medidas de 
protección; en efecto, sin tener prueba que conlleve a determinar las agresiones y no 
habiéndose convocado al funcionario policial o solicitado el traslado de la prueba -por 
ejemplo-,se hace necesario suspender la diligencia, solicitar tales actuaciones y postergar 
el fallo hasta tanto se practiquen o se obtengan las faltantes.  
 
En resumen, las pruebas se presentan el día en que se celebra la audiencia de medida de 
protección; sin embargo,e s factible que antes, mediante escrito o verbalmente al momento 
de formular la denuncia, se pueda pedir el traslado de pruebas o la práctica de las mismas, 
ya sea una cosa o la otra también se podrá pedir en medio del desarrollo de la audiencia. 
Todas estas pruebas se deben pedir ante el Comisario de familia quien, como director del 
proceso, está en la obligación de solicitar su traslado, práctica, introducción o la 
determinación del rechazo de estas, por considerarlas inconducentes, ineficaces o 
improcedentes.  
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Es así como “les corresponde a las partes pedir al juez que decrete las pruebas que apoyen 
sus alegaciones. Tal petición debe respetar momentos procesales en los cuales se permita 
la socialización del medio probatorio, en cumplimiento del deber de lealtad que rige el 
sistema procesal vigente” (Nisimblat, 2014, p. 168) ; para este caso, se establece en el 
desarrollo de la audiencia de medida de protección. A pesar de los casos excepcionales 
narrados, la manera cómo se presentan las pruebas para el otorgamiento de las medidas 
de protección se sitúa en la audiencia; este es el escenario -por excelencia- donde las 
partes convocadas deberán presentar los elementos probatorios que conduzcan a 
demostrar o excepcionar la ocurrencia de los acontecimientos denunciados. 
 
En el desarrollo de esta audiencia es la víctima quien somete a valoración las pruebas que 
allegue; no obstante, el Comisario de Familia no es convidado de piedra y está en su deber 
establecer la claridad suficiente que conlleve a determinar lo que ocurrió en el caso 
presentado; es por eso que es autónomo en el decreto de pruebas (si es que las allegadas 
no son suficientes) y podrá acudir a un medio probatorio no identificado por las partes que 
sirva para alcanzar la verdad. 
 
Hay eventos en los cuales solo se cuenta con el testimonio de la víctima y, a su vez, el 
supuesto agresor no solo niega la ocurrencia de los hechos, sino que refuta la veracidad 
de los mismos quedando el Comisario ante dos posiciones sobre el asunto y en 
imposibilidad de esclarecer lo ocurrido; ninguna de las partes aporta alguna prueba para 
poder respaldar su versión y es allí donde se hace necesario acudir a otros medios de 
prueba que le permitan al funcionario esclarecer los hechos. Téngase en cuenta que “la 
adquisición probatoria es (…) conjunta. El operador jurídico no tiene por qué realizar la 
operación valorativa prescindiendo de la producción de las pruebas en función de a quien 
le corresponde probar cada afirmación de hecho, porque el resultado probatorio constituye 
un acervo común, en consecuencia, el órgano judicial puede fundar su convicción siempre 
que respete las normas sobre valoración de las pruebas según estén establecidas en cada 
ordenamiento jurídico” (Peláez, 2015, p. 91). 
 
Esta situación debería advertir el contexto en el que se comprende la recolección de las 
pruebas por parte de la mujer que ha sido víctima de violencia intrafamiliar y su engorrosa 
posibilidad para presentarlas dentro del juicio; lo anterior porque -como ya se ha advertido-
, la celeridad con la que suceden los acontecimientos de las violencias y las afectaciones 
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que surgen luego de estas acciones, dejan notablemente afectada a la víctima. Probar los 
hechos se convierte en una tarea muy compleja; comprende desde la manera en que se 
narran las situaciones presentadas hasta la forma en que probatoriamente se sustentan 
tales argumentos. 
 
Más aún si todavía se tiene como argumento en los operadores administrativos la idea de 
ver a las mujeres junto con sus relatos, como irreales, ilógicos, ligeros y hasta mentirosos. 
Tal es el caso del tratadista holandés, Otto Tschandek (2010) quien en su libro sobre la 
prueba expone erradamente el siguiente argumento: 
 
“La segunda edad crítica de la mujer es la menopausia, que con frecuencia va acompañada 
de alteraciones de la personalidad. En esa fase involutiva, las mujeres no solo son irritables 
a veces hasta rencorosas y pendencieras, sino que, debido al cambio de la secreción 
interna, también se ven a menudo sumidas en un estado de ánimo calificable de anormal. 
Sobre todo, en las acciones por difamación, divorcio, turbación de la paz del matrimonio y 
delitos similares, las declaraciones de las climatéricas deben tratarse con sumo cuidado. 
Es preciso someterlas a control minucioso y objetivo, si se quiere eludir el riesgo de una 
sentencia equivocada” (p. 40).        
 
De lo hasta aquí dicho se colige que el procedimiento que se agota con miras a la 
protección de la mujer ante situaciones de violencia se ha tornado insuficiente en la 
práctica. Hechas estas consideraciones, lo que procede ahora es un acercamiento a los 
medios de prueba que son empleados con miras al decreto de las medidas de protección.  
2.1 Usuales medios de prueba utilizados para decretar 
las medidas de protección  
Ahora bien, hechas las precisiones que anteceden, es oportuno hace referencia puntual a 
los medios de prueba empleados comúnmente para el decreto de medidas de protección. 
Inicialmente, es oportuno señalar que “Los medios de prueba son en abstracto los diversos 
instrumentos o elementos utilizados dentro del proceso y dirigidos a producir el 
convencimiento del juez respecto de las afirmaciones de las partes. Así son medio de 
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prueba son el testimonio, el documento, el peritaje, la inspección judicial, la confesión, el 
indicio, etc.” (Fábrega, 2001, p. 23)  
En este tipo de procesos existe libertad probatoria y las partes están en la potestad de 
utilizar el medio que consideren más idóneo para respaldar los hechos que piensan 
demostrar o para debatirlos (en caso de la contraparte). Sin embargo, gracias a su utilidad 
y su pertinencia, algunos medios de prueba son más efectivos frente a la posible 
demostración de los hechos otros tanto son de mayor calado en este tipo de controversias 
porque son los que comúnmente se utilizan de forma reiterada. A continuación, se iniciará 
una enumeración de los principales elementos de prueba utilizados en el proceso de 
medidas de protección los cuales, por su preponderancia, se convierten en el vehículo para 
soportar los fallos de los Comisarios de Familia. Estos son:  
2.1.1 El testimonio 
 
Existen varios escenarios o contextos en los cuales es posible la aplicación de este medio 
de prueba; lo anterior, toda vez que “es la narración oral de hechos ante el juez del proceso, 
civil o penal bajo juramento con las formalidades legales. Como cualquier narración, se 
dirige a alguien, en este caso al juez, y supone un diálogo que el juez autoriza o preside” 
(Rocha, 2013, p. 271). Así las cosas, este medio de prueba permite el esclarecimiento de 
los hechos por intermedio de un tercero que se supone imparcial y acude a la audiencia 
en aras de poder declarar lo que le consta sobre los acontecimientos.  
Adicionalmente se usa con regularidad en las Comisarías de Familia frente a procesos de 
medidas de protección. Si bien al interior de los hogares no existe una persona que se 
encuentre al corriente de los hechos cotidianos que se suscitan por las acciones propias 
de un padre, una madre o un hijo, se pueden propiciar escenarios donde un testigo puede 
acreditar la veracidad de los hechos.  
Inicialmente, es prioritario identificar la forma en la que ese testigo recibe la información, 
cómo percibe los acontecimientos suscitados alrededor de las violencias.  Existen dos 
categorías que emergen de la aprehensión de esa información, ya sea de forma directa o 
indirecta, “son testimonios directos (o de presencia) aquellos que manifiestan una 
percepción inmediata de los hechos relacionados con el objeto del proceso o con datos 
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circunstanciales sobre los mismos. Y testimonios de referencia los que conocen de los 
hechos por narración de otras personas que mantienen o mantuvieron una relación con los 
hechos” (Fábrega, 2001, p. 303). 
El testigo entonces será directo si él ha presenciado de forma inmediata la ocurrencia de 
las violencias, si ha podido identificar el preciso momento en el que sucedieron los hechos. 
En estos contextos-en donde surgen estas violencias-, la mayoría de testigos son los hijos 
quienes comparten la cohabitación familiar o familiares que advierten la ocurrencia de la 
agresión por una llamada; además, es muy común que los vecinos o personas que viven 
en predios cercanos puedan identificar gritos, llamadas de auxilio y otras circunstancias de 
violencia, razón por la cual servirán tales testimonios si quienes alegan la veracidad de los 
hechos pueden dar fe en la manera en cómo sucedieron.  
En su tratado de las pruebas judiciales, Jeremías Bentham (2000) afirma que “la fidelidad 
del testimonio, esto es, su exactitud y su complemento depende de dos cosas: del estado 
de las facultades intelectuales del testigo, y de su disposición moral, esto es, de su 
entendimiento y de su voluntad. Las facultades intelectuales están comprendidas de 
ordinario bajo cuatro denominaciones: la percepción, el juicio, la memoria y la imaginación” 
(p.p. 27-28). Por lo tanto, para convencer al Comisario de Familia, es necesario que el 
testigo cuente con un argumento veraz cuando es interrogado sobre los hechos, esto es, 
qué le consta y que procure la transmisión adecuada de lo percibido respecto a la 
ocurrencia de las violencias. 
Será efectivo el elemento probatorio del testimonio si el testigo transmite adecuadamente 
la información recibida de primera mano por el hecho de hacer parte de la constatación 
directa de los hechos y, a su vez, ser capaz de reproducir esta información con respecto 
principalmente a la exposición de las violencias en el desarrollo de la audiencia. El abordaje 
que se hace al testigo por intermedio del Comisario de Familia se da cuando en el 
desarrollo de la referida audiencia se presentan las pruebas; allí se le indaga sobre los 
hechos materia de sustentación, para que los enriquezca y corrobore su ocurrencia por 
medio del relato que de ellos haga. 
El testigo indirecto- ese-, como ya se ha dicho que parte de la referencia de conocer de los 
hechos por interpuesta persona, por terceros o por referencia, no es admitido como medio 
de prueba para este tipo de procesos. Esto no es un capricho del fallador ni tampoco un 
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obstáculo para encontrar la verdad; por el contrario, le garantiza a las partes una lealtad 
procesal vinculada a la garantía de sus derechos, como quiera que fallar un proceso de 
estas características, con solo pruebas de referencia, no permitiría demostrar con precisión 
si tales conductas se manifestaron o no; es necesario, aparte de la presencia de este tipo 
de testimonios, el aporte de otro elemento probatorio que permita enriquecer el debate 
sobre la adjudicación de la medida de protección solicitada.  
Cuando alguna de las partes pretende vincular la ocurrencia de las acciones de violencia 
con testigos que manifiestan haber obtenido la información por medio de terceros o de 
oídas de la víctima o el agresor, la prueba se rechaza; si no se cuenta con otro medio de 
prueba, se procede a decretar el levantamiento de las medidas de protección provisionales 
y, por lo tanto, a no decretar la medida de protección definitiva. 
Ante esta situación surge la pregunta asociada a si es obligatoria la comparecencia al 
proceso de testigos que no quieren asistir para atestiguar, en especial, si se tiene en cuenta 
que “como generalmente ocurre, sobre todo en materia penal, los hechos no pueden ser 
comprobados sin testigos, y teniendo el Estado la obligación de prestar el servicio 
jurisdiccional, no cumpliría cabalmente con ella sino pudiera exigir, a quienes saben de los 
hechos, su comparecencia y declaración; (Parra, 2000, p. 202); sin embargo es muy difícil 
obtener un testimonio frente a un testigo que más allá de que sea obligado a comparecer 
en la diligencia, se resista a manifestar qué le consta o no sobre los hechos denunciados 
y sobre todo porque en varias ocasiones -por presentarse las violencias en el ámbito 
familiar-, se apela al artículo 33 de la Constitución Política de Colombia, en el sentido de  
no ser obligado a declarar contra sí mismo, su cónyuge o  compañero permanente, o 
parientes en cuarto grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil. 
“Los motivos de sospecha, genéricamente, pueden basarse en el interés presunto que el 
testigo tenga en el proceso por razón del parentesco, la enemistad grave, la amistad íntima 
o la dependencia económica del testigo respecto de una de las partes, (Parra, 2000, p. 
224)” esto no quiere decir que, per se, el Comisario tache el testimonio del testigo que tiene 
un vínculo familiar o de subordinación y aún más tratándose de este tipo de procesos en 
donde es evidente, por ejemplo, el nivel de subordinación de un hijo que pretende 
atestiguar en contra del padre, tacha que no solo aplicaría por el nexo de codependencia 
entre el padre y el hijo sino por el vínculo de consanguinidad. El Comisario deberá ejercer 
un adecuado análisis para valorar la prueba, escuchar a las partes y verificar los soportes 
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relacionados con la tacha pedida por la contra parte; es verdad que el proceso exige 
celeridad, pero en aras de poder fallar en Derecho, el funcionario deberá considerar muy 
bien la convalidación o no de la prueba bajo las condiciones en las que se encuentra el 
testigo. 
2.1.2 La confesión 
Este medio de prueba también es recurrente bajo circunstancias especiales ya que se 
configura por medio del traslado que el Comisario de Familia realiza cuando le transfiere, 
en medio de la audiencia de medida de protección -al agresor-, la exposición de los hechos 
objeto de denuncia, presentados por la víctima. Allí, se le confiere el uso de la palabra para 
que se manifieste sobre las acciones de violencia intrafamiliar expuestas por la misma y 
bajo ese sentido, proceda a admitir la ocurrencia de estas, surgiendo así la respectiva 
confesión. 
Para todos los efectos, es oportuno aclarar que “La confesión es la declaración que hace 
la parte sobre un hecho que le perjudica (definición del antiguo Código Judicial). No es 
confesión el simple testimonio que se hace de hechos que benefician a la parte o aclaran 
puntos sobre derechos de terceros en el proceso, ya que esto constituirá testimonio. La 
confesión puede ser espontánea o provocada, lo que indica que, en algunos procesos y 
atendiendo al fin perseguido, la confesión puede ser obtenida aun por medios inductivos, 
tal y como ocurre en el proceso civil” (Nisimblat, 2014, p. 327). Es decir, la confesión -como 
se anotó- surge con ocasión de la confirmación de los hechos presentados como denuncia 
por la víctima; es independiente a los argumentos que posteriormente exponga quien 
confesó, ya que lo que se busca con esta situación es definir la aceptación de quien generó 
el conflicto intrafamiliar. 
Su requisito principal se encuentra centrado en que el Comisario de Familia haya instruido 
a las partes en el entendido de que sus declaraciones se encuentran sometidas bajo la 
gravedad de juramento; además, esta debe realizarse sin presiones, coacciones y bajo el 
pleno uso de las facultades mentales y dispositivas de quien confiesa. Una vez se admite 
la ocurrencia de la violencia, es común que el agresor acompañe su relato con cuestiones 
relacionadas como: “ella me provocó”, “ella me incitó a generar la agresión”, “sí lo hice pero 
fue porque ella me llevó a cometer tal conducta” o “lo hice porque soy el hombre y ella 
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debe hacerme caso” Si bien estas conductas contextualizan aún más el fenotipo violento 
de quien funge como denunciado, estas versiones solo servirán de apoyo para el decreto 
de la medida; lo fundamental será la aceptación de la comisión del ilícito por parte del 
agresor. 
Para que la confesión sea eficaz dentro de este tipo de procesos debe hacerse ante el 
Comisario de Familia en el desarrollo de la audiencia de medida de protección y una vez 
se pone en conocimiento del agresor, la existencia de los motivos por los cuales fue 
convocado al despacho del Comisario, pudiendo entonces admitir la ocurrencia fáctica de 
las violencias. Esta situación no quiere decir que este es el único momento en el que el 
denunciado puede confesar la sucesión de los hechos; en efecto, en el desarrollo de la 
audiencia, antes de la misma o incluso después de finalizada y en caso de no haberse 
otorgado por no identificar el medio probatorio que permitiera decretar las 
correspondientes medidas de protección, la contraparte podrá admitir la ocurrencia de 
tales acontecimientos. Si la audiencia ha finalizado con el desenlace referido, es posible 
que el Comisario, advirtiendo la posibilidad voluntaria de confesar, realice la programación 
de una nueva audiencia, retome la competencia y en una nueva recepcione la confesión 
y, por ende, decrete la imposición de la medida de protección. 
Hecha esta consideración, valdría la pena explorar cuál es el peso probatorio del que están 
provistos mensajes de datos de redes sociales como Facebook, WhatsApp o Messenger 
para supuestos procesales como el que aquí se estudia.  
2.1.3 La Prueba expuesta por medio de mensaje de datos 
adquirida a través de aplicaciones como WhatsApp, 
Facebook o Messenger 
Es común encontrar (gracias al avance tecnológico y con ocasión de las redes sociales) 
como instrumento insigne de comunicación, la presencia de agresiones verbales y 
psicológicas que muchas veces suceden por el intercambio de mensajes y, con estos, la 
presencia de conversaciones con contenido ofensivo, que constituyen la principal 
evidencia para demostrar la existencia de la violencia. Cuando se presenta esta situación 
y el contenido probatorio se encuentra plasmado en mensajes o correos electrónicos -
conforme al protocolo establecido por las Comisarias de Familia-, se le indica a la víctima 
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que debe proceder a presentar el día de la audiencia de medida de protección copia 
impresa de los chats en donde se retratan las violencias generadas por el agresor. 
Para lo anterior, se recibe el día de la audiencia los mensajes provenientes del agresor, 
corroborando que provengan de su número de celular, de su red social Facebook o de su 
correo electrónico, dándose el traslado correspondiente; deberá pronunciarse sobre el 
origen de los mensajes. Como la idea no es que en la Comisaria repose el celular receptor 
de las agresiones -porque no sería lo más conveniente para la víctima-, bastará  con la 
mera protocolización al expediente, de las copias impresas en donde conste el maltrato; a 
su vez, deberá mencionarse dentro de la audiencia y consignarse en el acta respectiva, 
que la medida ha sido otorgada con base en los mensajes provenientes del agresor, 
emitidos el día y la hora correspondiente al celular, red social o aplicación de la víctima 
beneficiaria de la medida. 
Es vital poder aportar de forma adecuada la prueba; la inmediatez del proceso exige que 
al allegarse la información contenida en el vehículo utilizado para tales efectos,  esto es, 
la USB, el CD, los soportes impresos de estas evidencias o cualquier elemento de video o 
audio, se verifique su calidad y pertinencia dentro del trámite de la medida de protección.  
En cuanto al documento electrónico o al medio de prueba obtenido mediante un 
mecanismo informático se tiene que en “su forma original debe ser incorporado en un 
contenedor apto para su transporte y posterior acceso, como puede ser un disco compacto 
no regrabable, o cualquier medio idóneo que no permita su modificación y así garantizar 
los principios de inalterabilidad e idoneidad, para permitir la asunción y posterior valoración 
que, como etapas del proceso, le indican al juez.” (Nisimblat, 2014, p.p. 436-437).       
Demostrar las violencias por medio de este instrumento (que como medio probatorio tiene 
múltiples formas de ser presentado ante el Comisario), permite identificar -de primera 
mano-, la forma en que surgieron las violencias; como se indicó se pueden aportar 
impresas, en un cd, en una USB o en cualquier mecanismo informático que permita grabar 
copia de los mensajes o conversaciones mantenidas en las aplicaciones. Ante tal 
eventualidad, la contraparte solo podrá admitir que se trata de su perfil o celular donde 
fueron emitidas las agresiones o, por el contrario, manifestar que la prueba ha sido 
adulterada; sin embargo, con la simple demostración de las agresiones verbales-
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psicológicas y su conexidad con el emisor, es suficiente para que se puedan decretar las 
respectivas medidas.   
Ahora bien, procede el estudio de medios probatorios como grabaciones de video, audio y 
fotos.  
2.1.4 Grabaciones de audio, video y fotos 
 
Otro de los medios probatorios usados por las mujeres víctimas de violencia intrafamiliar 
para sustentar sus denuncias, está asociado al uso de dispositivos electrónicos para 
recopilar audios y videos en donde se evidencia la ocurrencia de los hechos. Esta labor 
consiste en que, por medio de un aparato que tenga la capacidad de grabar imágenes o 
notas de voz junto con el respectivo almacenamiento de esta información en el dispositivo, 
se permita archivar los acontecimientos que se asocian al descubrimiento de las violencias 
perpetradas. 
En términos generales, una vez recopilada la nota de audio o el archivo fílmico, se 
procederá a extraerlo del elemento origen en donde se captó el conflicto; para tal fin, podrá 
recopilarse en una memoria USB o en un cd. Una vez realizada esta actividad, al igual que 
las demás pruebas, en medio de la audiencia, podrán aportarse las constancias de las 
grabaciones de video o de notas de voz.    
“Esta posición de considerar que a las fotografías, grabaciones, películas, etc., le son 
aplicables las normas sobre documentos no firmados parece lógica ya que esos medios, 
siendo antes que nada documentos privados, deben para tener valor en el proceso estar 
revestidos de autenticidad” (Fábrega, 2001, p. 279; así las cosas, una vez practicada la 
prueba, deberá identificarse -por parte del funcionario-,  que se trata de su voz o de sus 
rasgos morfológicos en el video o en la foto. De tal manera que pueda inferir 
acertadamente que es él quien es el responsable de la imposición de la sanción 
administrativa. Igualmente, en esa misma vía se dará traslado de estas pruebas al 
victimario para que -si considera-, las refute o confirme su participación en las mismas. 
En este sentido particularmente Quijano (2001), se advierte que “la parte que pretende 
hacer valer la grabación, debe manifestar en el escrito por medio del cual solicita que se 
tenga como prueba, qué día se tomó, qué se dijo en ella y manifestar qué contiene la voz 
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de la persona contra la cual se opone y si esta no tacha la grabación de falsa, se habrá 
producido el reconocimiento” (p. 288); lo anterior no aplica de forma expresa dentro del 
proceso de medida de protección ya que con su celeridad se anulan algunos formalismos 
con relación al deber de fundamentar el aporte de la prueba, pero debe tener muy presente 
que entre más argumentos objetivos se le den al fallador, será mucho más conducente el 
estudio del material aportado como evidencia.  
Esto implica no solo la elaboración de un memorial en donde se resuma (punto por punto) 
los momentos en los cuales el agresor genera acciones de violencia, sino además el 
señalamiento del minuto del video o del audio en el cual se materializaron los hechos; así 
mismo deberá adjuntarse la información relacionada con las características morfológicas 
propias del agresor, la fecha en que se dio la agresión, así como los participantes 
registrados en el video y que guardan exclusiva relación con los eventos de violencia. 
Bajo este análisis es posible utilizar -en medio de la audiencia- cualquier aparato 
electrónico que conduzca a la acreditación de la ocurrencia de los hechos denunciados 
como violencia; es factible, además, aportar un audio asociado a una ofensa, un video que 
demuestre las agresiones o fotos que reporten la veracidad de lo argumentado por la 
víctima, “para ese evento podremos utilizar la prueba pericial y el juez utilizará los mismos 
aparatos que sirvieron para tomar la grabación y que fueron prestados al juzgado para 
oírla” (Fábrega, 2001, p. 290); todo lo anterior en aras de poder determinar quién tiene la 
razón, quién denunció y aportó los videos, audios o fotografías para sustentar las violencias 
o quién está refutando la autenticidad en la autoría de estas pruebas y, por ende, de los 
hechos denunciados. 
Considerados los aspectos antecedentes frente a los medios probatorios que se emplean 
para estos fines (incluyendo, por supuesto, al testimonio, la confesión, entre otros), reviste 
de importancia el estudio de la prueba indiciaria. 
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2.2 Construcción de inferencias y uso de prueba 
indiciaria: mecanismo auxiliar como medio de prueba 
a considerar por el Comisario para decretar una 
medida de protección.   
 
Existen múltiples situaciones en que la víctima no puede establecer la ocurrencia de los 
hechos ya sea porque desconoce cómo aportar las pruebas que considera necesarias para 
presentar en el proceso o porque, a pesar de haber padecido las violencias, no tiene cómo 
demostrarlas en la audiencia ante el Comisario de Familia; a partir de allí surge la 
posibilidad de repensarse cómo partir del relato contextualizado de la víctima y del traslado 
que se da de los hechos presentados en la denuncia, al agresor. Se pueden configurar 
evidencias probabilísticas e indicios que conlleven a poder definir la veracidad en la 
ocurrencia de las violencias. 
Hasta este momento ya se ha mencionado cómo se maneja el debate probatorio dentro 
del proceso de medida de protección; asimismo, se ha podido demostrar la libertad 
probatoria que tienen las partes para desvirtuar o sustentar los hechos expuestos como 
violencia ante el Comisario; sin embargo, poco se ha hablado sobre los eventos en los 
cuales se hace imposible allegar, por parte de la víctima, algún medio de prueba que 
garantice la toma de una decisión favorable. Es por eso que se hace necesario estudiar 
los eventos en los cuales no es posible demostrar los hechos y se hace necesario apelar 
a otro tipo de herramientas probatorias en aras de construir inferencias y hechos 
probabilísticos con la capacidad de llevar al decisor más allá de toda duda razonable sobre 
la violencia cometida por el agresor. 
Antes de abordar el concepto de prueba indiciaria -como el primer eslabón de la cadena 
probatoria que debe llevar a la decisión inequívoca respecto a tomar una decisión ajustada 
a derecho y salvaguardando los derechos humanos de las mujeres víctimas de violencia 
intrafamiliar en Bogotá-, debe tomarse en cuenta el concepto de indicio, manejado por el 
profesor Antonio Dellepiane (2008) , en donde lo define como todo rastro general, vestigio, 
huella, circunstancia, y, en general, todo hecho conocido o mejor dicho, debidamente 
comprobado, susceptible de llevarnos, por vía de inferencia, al conocimiento de otro hecho 
desconocido (p. 51). 
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La teoría de la prueba indiciaria concluye que es posible -mediante un hecho comprobado, 
llegar a conocer otro hecho que se ignora y del cual es imposible su demostración por 
medio de algún elemento material probatorio directo como por ejemplo un testimonio o un 
peritazgo. “La teoría de los indicios se reduce a la teoría de las probabilidades. Conforme 
el hecho que el indicio marca reúna más probabilidades en pro y menos en contra así será 
de afirmar más o menos ciertamente. La prueba por indicios resulta del concurso de varios 
hechos que demuestran la existencia de un tercero, que es el que se pretende averiguar.” 
(Dellepeiane, 2008, p.p. 57-58). 
Así entonces, habría que advertir que, para el evento del proceso de medidas de 
protección, la forma en que el Comisario de Familia deberá extraer el análisis del caso para 
construir una teoría de prueba indiciaria será precisamente en el relato inicial de la víctima, 
el contexto de los hechos de violencia expresados y un aspecto de vital importancia que 
hasta hoy se tiene rezagado, esto es, los antecedentes de los hechos que suscitaron estas 
violencias. 
Hasta hoy, conforme al criterio de oportunidad para incoar la medida, solo se tenía 
establecido que el Comisario era competente para conocer de los hechos de violencia 
ocurridos en los últimos treinta días, importando poco o nada los hechos que antecedían 
a este espacio temporal; pues bien, esta teoría exige que pese a que el Comisario no 
extenderá el límite temporal estimado por la normatividad para darle peso al argumento 
indiciario, deberá hacer un estudio de los antecedentes que provocaron la solicitud de la 
medida por parte de la víctima. No es lo mismo, por ejemplo, conocer de un caso de una 
mujer que lleva veinte años de casada donde el esposo durante toda la vida marital le ha 
causado múltiples violencias, inicialmente físicas, luego psicológicas y verbales y donde la 
víctima ha referenciado estas situaciones y que pasado el tiempo se vuelven a repetir, pero 
ahora basadas en violencia económica porque el agresor pretende quitarle su manutención 
conforme a la dependencia económica que tiene con él. Si bien es muy complejo constituir 
una prueba directa sobre este asunto, los indicios podrán llevar al funcionario a fallar la 
medida de protección conforme al historial de violencias acaecido. 
Ahora bien, estos indicios deben tener un fundamento, basarse en hechos sistemáticos 
donde se haya podido determinar que la víctima ha sido sometida a violencias 
demostradas en el pasado y que los hechos denunciados guardan fundamento con esos 
Capítulo 2 55 
 
antecedentes de alguna manera; no es una simple sospecha o ligereza relacionada con 
inferir  recuérdese que “la sospecha es un juicio ligero, una inferencia que abre camino a 
la duda, como basada en un indicio en estado bruto, en un indicio (lato sensu) que requiere 
verificarse. La sospecha, sola o acompañada a otras sospechas, puede servir de punto de 
partida para una pesquisa.” (Dellepiane, 2008, p. 75). 
Siguiendo esta misma línea, es necesario ahora ocuparse de un aspecto de vital 
importancia dentro del estudio de la prueba indiciaria ajustada a los fallos de medidas de 
protección, esto es, el estudio del hecho indicador que “son las evidencias que llegan como 
afirmaciones evidenciales al conocimiento del juez a través de los diferentes medios de 
prueba” (Ramírez, 2019, p. 151). Y es que -desde ahora- debe quedar claro que la 
propuesta aquí planteada no pretende que se otorguen las medidas de protección 
vulnerando el debido proceso y el derecho de contradicción o que el Comisario de Familia 
falle estos procesos con base únicamente en la denuncia presentada por la víctima. 
Por el contrario, la idea es que se falle con estos hechos narrados y se apele a medios de 
prueba directos, pero pasados por el tamiz del análisis de la prueba indiciaria extraída en 
el interrogatorio que el funcionario les pueda practicar tanto a la víctima como al presunto 
agresor. Es decir, construir una base indiciaria con pruebas que se puedan extraer de la 
misma audiencia, ya no aportadas por las partes sino extraídas por el Comisario.  
“La prueba relevante fue definida como aquella que nos permite cambiar nuestras 
creencias acerca de la verosimilitud de la hipótesis o de las posibilidades de interés. En 
otras palabras, la prueba relevante tiene alguna fuerza en la revisión de la creencia 
probabilística” (Schum, 2016, p. 269). En este caso respecto al proceso de medidas de 
protección, no se parte de un análisis reducido a someter la decisión del Comisario a partir 
de la simple construcción de inferencias, por el contrario, lo que se plantea es que encauce 
un medio probatorio directo como el interrogatorio a las partes, con las inferencias que se 
puedan construir dentro del proceso, a partir de la narrativa de cada una de estas, pruebas 
referenciadas y en general, cualquier otro elemento que si bien no se puede tener en 
cuenta dentro del proceso, sirva de vínculo entre los hechos y la búsqueda del 
esclarecimiento de los mismos. 
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Considerados íntegramente los aspectos previos en términos probatorios y pretendiendo 
una delimitación del estudio aquí emprendido, es oportuno razonar frente a la incorporación 




3. La incorporación de la prueba a través del 
enfoque de género.   
Es importante retomar el núcleo esencial del objetivo que persigue el presente estudio, 
esto es, analizar por lo menos uno de los mecanismos que le permita a las mujeres de 
Bogotá, acceder a una justicia pronta y preventiva cuando se enfrenta a hechos de 
violencia. Medir esta situación en términos de instancias (administrativas o judiciales) no 
es algo que la ciudadanía en general lo haga; de hecho, al buscar el respaldo institucional 
frente al riesgo en el que se puede encontrar la vida de una mujer, no se hace un juicio de 
valor o ponderación para encontrar qué funcionario o dependencia es más importante, lo 
único que se persigue es la salvaguarda de los derechos y de paso, la vida.  
En un discurso pronunciado por la Directora Ejecutiva de ONU Mujeres, Michelle Bachelet, 
para clausurar la sesión del Comité de Protección Social de la OIT, celebrada el 13 de junio 
de 2011 en el Palais des Nations de Ginebra, Suiza, se refirió al tema del acceso a la 
justicia para las mujeres, mencionando que “no bastan las normas sino su implementación. 
Es en la aplicación de las normas, en las sentencias, en donde encontramos los problemas. 
Es urgente incorporar la perspectiva de género en el sector judicial para decir no a la 
impunidad” y de esta forma contener los constantes hechos de la precitada impunidad que 
día tras día reciben las mujeres al no poder demostrar las acciones de violencia 
intrafamiliar de las que son víctimas.  
Por eso mismo, es necesario referirse a la responsabilidad que tienen los funcionarios que 
conocen de la solicitud de medida de protección; en este rol, los Comisarios de familia 
deben estar facultados para aplicar la Ley 1257 de 2008 desde una perspectiva basada en 
género, ya que si bien las Comisarias son entes públicos con un fin de preservación del 
orden familiar de acuerdo al artículo 83 de la Ley 1098 de 2006, los casos de las violencias 
contra las mujeres -por razones de su género- deben anteponerse y avocar el conocimiento 
de los casos con esta mirada.  
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Hoy en día, las Comisarias de Familia abordan esta problemática como un fenómeno 
familiar en sí mismo, que debe ser mediado -e incluso conciliado- por quienes generan y 
reciben estas violencias-; de un lado el agresor que en esta instancia intenta justificar su 
accionar culpabilizando a la mujer, y del otro lado -por lo general-, las mujeres y los niños 
que, por ese orden familiar, por la presión que se ejerce para conservar el statu quo, 
transan la situación asumiendo lo ocurrido como un “mero conflicto familiar” en donde la 
precitada, incluso, es parte del problema y porque “además le dan tratamientos y 
soluciones al problema no como uno que afecta específicamente a la mujer por ser mujer, 
sino como una situación que afecta la institución de la familia” (Giraldo, 2009, p. 32).  
Lo anterior, aunado al hecho de la perdida de la inmediatez en las acciones que se pueden 
ejecutar una vez la mujer ha sido víctima de estas violencias originadas al interior de su 
hogar, esto es, porque luego de la petición de la medida de protección y la negativa del 
Comisario por evidenciar que no existen elementos materiales probatorios con los que 
pueda determinar la ocurrencia de los hechos, la mujer que cuenta con los recursos 
económicos acude a otras instancias legales empleando, para ello, un abogado en aras 
de evidenciar una causal como el maltrato, para así tramitar el divorcio y, de esta forma, 
romper el vínculo matrimonial que tiene con el agresor.  
Sin embargo, iniciar este tipo de tramites es dispendioso, oneroso y demorado; sobre todo, 
no contiene los hechos de violencia generados por el agresor, que una vez desplegados, 
se pueden convertir en irremediables para la mujer que los recibe. “Se encuentra en la 
mayoría de los casos, que las agresiones son respuesta a la culminación de la relación 
afectiva; paradójicamente cuando la mujer decide dar fin a una relación de violencia, es 
víctima de esa violencia que pretendía superar” (Londoño, 2013, p. 66).       
Referirse al termino de género implica en entendimiento de un “sistema de jerarquías 
sociales basadas en las diferencias sexuales y alude a estereotipos, roles, condición y 
posición adquirida, comportamientos, actividades y atributos apropiados que cada 
sociedad en particular construye y asigna a hombres y mujeres” (Barraza, 2011, p. 37), 
jerarquización que trae como resultado el menor reconocimiento de los derechos y la 
dificultad para hacerlos exigibles en caso de ser necesario. 
Esta dificultad ubica la discusión en términos de la convalidación y salvaguarda de los 
derechos, y junto a ella, la necesidad de implementar mecanismos eficaces que permitan 
Capítulo 3 59 
 
el acceso a la justicia que, por lo menos -en lo que se refiere a la credibilidad del testimonio 
de la mujer como único instrumento para el otorgamiento de las medidas de protección-, 
es una situación que debe comenzar a analizarse por parte de los Comisarios en aras de 
involucrar el enfoque de género en sus decisiones. 
En el Informe anual del observatorio de sentencia judiciales 2009 de la Corporación 
Humanas, se hace expresa alusión a que “como el testimonio de la víctima es desestimado 
y el sindicado absuelto de los hechos a pesar de haber otras pruebas que permiten 
establecer la veracidad del testimonio” (Barraza, 2010, p. 74). En este caso, se resta 
credibilidad a la víctima en la medida en que la misma está en imposibilidad de vincular 
otros aspectos probatorios que el funcionario podría considerar vitales para fallar a su 
favor. 
A la fecha, la carga de la prueba se encuentra en cabeza de la mujer; en algunos sistemas 
normativos ya se está comenzando a exigir la inversión de la carga probatoria, de manera 
que sea el agresor quien deba demostrar que la violencia domestica no ocurrió.   
Las medidas de protección se vinculan desde el orden legal a tareas preventivas o de 
erradicación inmediata de situaciones que vulneran los derechos de las víctimas y deben 
ser atendidas en el momento en aras de evitar la propagación de situaciones más gravosas 
para quien sufre las afectaciones; en conclusión, “están encaminadas al reconocimiento 
de los derechos de las víctimas o sobrevivientes, la garantía y cumplimiento de estos así 
como a la prevención de la repetición de la vulneración o del hecho violento y a la seguridad 
de su restablecimiento inmediato” (Ministerio de Justicia y del Derecho, 2012, p. 59) 
Las cuestiones probatorias se han dejado a un lado por quienes, en el caso de las medidas 
de protección, son los funcionarios encargados de conocer del asunto y que abordan la 
problemática, requiriendo de antemano -por parte de la denunciante-, un aporte solido de 
pruebas y, en caso de contarse con ellas, proceden a declinar las medidas (así las mismas 
sean inmediatas en la búsqueda de la salvaguarda de la integridad de la mujer). Nótese 
que cuando aquí se está hablando de la integridad, no solo se hace referencia a la 
corporalidad o aspectos físicos; también debe entenderse la extensión del riesgo para una 
mujer cuando es sometida sistemáticamente a violencia psicológica o económica.  
Al igual es oportuno recordar lo enunciado por el profesor Jordi Ferrer Beltrán en el 
seminario internacional virtual sobre estándares de prueba y motivación de las decisiones 
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judiciales, concretamente, cuando refiere que el funcionario que debe decidir en un 
proceso judicial (es decir el juez), debe alejarse de las convicciones judiciales, las 
creencias, porque estas son un hecho privado y solo le incumben a él en cuanto son 
aspectos propios de su intimidad. Asimismo, debe ocurrir con los comisarios de familia 
cuando se encuentran con una solicitud de una medida de protección: desprenderse de 
las convicciones y creencias, y proceder a abordar esta petición con enfoque de género, 
incluyendo -claro está-, una función activa en la búsqueda de la verdad material junto a la 
coadyuvancia en la consecución de las pruebas que determinen la comisión de la violencia 
intrafamiliar.  
3.1  El Comisario de Familia y la necesidad de vincular 
su labor con el enfoque de género. 
Hasta ahora, se ha visto cómo el Comisario es un elemento neutral hasta el mismo 
momento en que la víctima acude a solicitar la medida de protección; una vez radicada en 
su despacho, procede a decretar medidas preventivas independiente a la presentación o 
no de las pruebas que sustenten lo dicho por la víctima. Sin embargo, en el momento en 
que se desarrolla la audiencia, revoca y levanta cualquier tipo de medida preventiva 
otorgada hasta ese momento, en caso de que no sea posible demostrar la ocurrencia de 
las agresiones.  
Es importante aclarar que, en este sentido, aquí no se hace un debate sobre las reglas 
procesales ni la prueba en los procesos de medidas de protección; este tema se encuentra 
suficientemente decantado en las leyes y los decretos reglamentarios. Tampoco se asocia 
al momento de presentar las pruebas ni quien las puede allegar al proceso, ni la libre 
valoración probatoria que tiene el Comisario de Familia para analizar lo presentado por las 
partes y proceder con su fallo. El análisis se centra en la potestad que tiene el Comisario 
de Familia para poder decretar pruebas que -a su juicio- sean importantes para determinar 
la comisión de las conductas y más aún, la posibilidad que tiene para él mismo, introducir 
pruebas al proceso, esto es, por la naturaleza del proceso administrativo que se está 
estudiando, es factible que el funcionario ejerza un rol más activo y en aras de restituir los 
derechos de las victimas que sufren esa violencia en el seno de sus hogares, pueda 
obtener pruebas de manera directa, sin la necesidad de que sean introducidas por las 
partes.  
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Entonces, con la perspectiva de género y su incorporación en los procesos de medidas de 
protección frente al aporte de pruebas para determinar mediante el ejercicio de la 
corroboración si existieron o no los hechos, se podría advertir -desde ya- que no son solo 
las partes quienes están conminadas a presentar elementos probatorios para acreditar o 
desvirtuar lo denunciado también se podría contar con el Comisario de Familia (e inclusive 
con el Ministerio Público, en este caso, la funcionaria delegada de la Personería Local, 
quien con su asistencia al proceso podría coadyuvar en la garantía de la restitución de los 
derechos de las mujeres violentadas en sus hogares).  
La interpretación y la calificación jurídica de lo narrado por la víctima deberá entonces 
recibir la incorporación del enfoque de género para que, el Comisario de Familia (como 
director del proceso de medidas de protección) pueda determinar la necesidad de incluir o 
presentar él mismo las pruebas tendientes a demostrar los hechos, es decir, solicitar la 
comparecencia de testigos o vecinos, la asistencia de los policiales que atendieron la 
llamada de emergencia que por lo general se realiza cuando se suscitan estas agresiones, 
solicitar la valoración psicosocial o psiquiátrica del agresor por medio de una EPS o del 
régimen subsidiado de salud, verificar en cuántas ocasiones se ha intentado -por parte de 
la víctima- la medida de protección y en cuántas ha fracasado por falta de pruebas, valorar 
integralmente a la misma empleando,  para ello, a la psicóloga que tiene en su despacho 
y solicitando la intervención de la trabajadora social para que acuda a la residencia familiar 
y establezca la forma en que ocurrieron los hechos haciendo trabajo de vecindad a partir 
de entrevistas o personas que pudieron estar al momento de los ataques, entre otros. 
Este razonamiento, advierte la necesidad de incorporar (de forma transversal) el enfoque 
de género para la presentación y proposición de las pruebas que se allegan en el proceso 
de medidas de protección, ya que debe permear no solo el cuestionamiento de quién se 
encuentra facultado para integrar las pruebas sino la calificación de los hechos en aras, de 
poder determinar que los mismos se refieren a la comisión de actos de violencia; en este 
sentido, no solo la perspectiva de género puede definir la facultad para allegar una prueba 
conducente al proceso más allá de las dos partes que hacen parte del proceso, también 
puede impulsar con vastos argumentos la definición de los hechos en aras de enmarcarlos 
como violencia intrafamiliar. 
Ya se ha leído que es muy fácil que situaciones cotidianas derivadas de la vida familiar se 
tramiten como acciones no violentas por la forma en que hombres y mujeres han construido 
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las relaciones al interior de sus hogares; no es raro observar que la única violencia 
condenable es la física que se hace evidente cuando la mujer ha sido maltratada en alguna 
parte de su cuerpo; sin embargo, existen otras violencias que están incluso definidas en la 
Ley 1257 de 2008 y que muy pocas veces asumen el status de maltrato intrafamiliar y por 
el contrario, pasan como meros conflictos familiares, subsanables con el dialogo o el 
entendimiento de las parejas. 
Las violencias referidas son, por ejemplo, la psicológica, económica o patrimonial que, sin 
dejar marcas en el cuerpo de la mujer, violentan en la misma medida y al momento de la 
calificación jurídica por parte del comisario, en varias ocasiones, son desechadas por 
concluirse la falta de pruebas para acreditarse o porque son situaciones que pueden 
manejarse sin la imposición de la medida de protección.  
Lo anterior guarda íntima relación porque es posible haber demostrado los hechos por 
parte de la víctima que, al exponer sus argumentos alrededor de las violencias perpetradas 
por el agresor, las haya acompañado de pruebas con las cuales exista una constatación 
de los hechos, pero que al ser analizadas estas acciones por el Comisario de Familia, este 
decida concluir que lo acontecido no fue una violencia intrafamiliar y descarte ya no lo 
probado, sino el núcleo de la medida y por ende su justificación, al determinar una “no 
violencia”, trasladando los hechos a otros escenarios de actuación (como por ejemplo la 
conciliación o la concertación entre víctima y victimario).     
Se observa entonces, bajo esta premisa, que la carga de la prueba inicialmente establecida 
para este tipo de casos (en función de la víctima), deberá desplazarse a todos los 
intervinientes en el proceso, de tal manera que esta sea plural, facultativa, y donde el 
Comisario como rector del procedimiento pueda definir quién tiene la responsabilidad de 
Aportarla. Así lo advirtió el profesor Edgardo Villamil Portilla en su ponencia denominada 
la carga de la prueba en el pasado XLI Congreso Colombiano de Derecho Procesal, mismo 
en el que se refirió a la fabricación de la verdad en el proceso como una tarea colectiva 
que implica a “las partes y al juez, esa colectivización del esfuerzo probatorio trae como 
resultado que la carga de la prueba residenciada en un sujeto pueda ser asumida 
colectivamente, en atención a los principios de solidaridad y comunidad de la prueba” 
(2020, p. 1114). 
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Advierte además el autor en su ponencia que indistintamente a esta facultad de la carga 
dinámica de la prueba, esta situación no excluye para que quien se encuentra llamado 
dentro del proceso a acreditar fáctica y probatoriamente las pretensiones, se encuentre 
conminado a hacerlo. Esto también ocurre en los procesos de medidas de protección, ya 
que si bien lo que hasta aquí se ha advertido es la libertad en la consecución y presentación 
de la prueba, no es óbice para conminar u excluir del aporte probatorio en cabeza de quien, 
dentro de este proceso, se encuentre obligado a proponerla. 
Un ejemplo que puede aproximar esta realidad se superpone cuando una mujer, siendo 
víctima de violencia por maltrato físico por parte de su pareja, obtiene la orden de remisión 
de medicina legal elaborada en el despacho de la Comisaría de Familia y decide no asistir 
a dicha valoración médica. Allí se configuraría una clara desatención del deber probatorio 
que tiene la víctima en la consecución de la prueba y deja sin sustento la oportunidad de 
poder decretar la medida de protección -en caso de no contar con otro elemento material 
probatorio para conceder lo solicitado por la precitada víctima-. 
Con lo anterior entonces, se tiene que esa libertad en la consecución y proposición 
probatoria no excluiría la responsabilidad de las partes convocadas al proceso para que, 
prima facie sean ellas quienes, con el conocimiento del asunto, el contexto de lo sucedido, 
las evidencias recopiladas y los datos de lo acontecido, procedan a proponer en el 
momento oportuno la mayor cantidad de pruebas que propugnen por demostrar o 
desvirtuar los hechos de violencia denunciados.  
Siguiendo con lo dicho por el profesor Villamil , habrá que considerar que el mismo se 
refiere a la “tendencia a excluir al juez de la actividad oficiosa en materia de pruebas y a 
privarlo de la posibilidad de redistribuir judicialmente la carga de la prueba, rompe con el 
principio básico de neutralidad” (2020, 1125) ya que la búsqueda de la fiabilidad y 
aproximación en la certeza de los hechos redunda en la obtención de la verdad, aspecto 
que no solo interesa a las partes sino también al conductor del proceso.  
Situación está que se zanja con la identificación del proceso de medidas de protección 
como uno donde no existe una carga impositiva de la prueba para que la víctima demuestre 
los hechos; otra cosa es que los Comisarios de Familia hayan decidido requerir de las 
denunciantes la acreditación probatoria de las violencias y de esta manera, en el desarrollo 
de la audiencia, imponer la medida de protección; sin embargo, no se reviste dentro del 
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contenido del proceso, una regla tendiente a imponerle a quien sufre de maltrato 
intrafamiliar, la obligatoriedad de acreditar lo dicho en su solicitud de medida de protección.  
Por lo tanto, esta consideración no debería llevarse al campo de la inversión de la carga 
de la prueba en este tipo de procesos, en crear un problema adicional al ya planteado 
respecto a la falta de medios probatorios para que las mujeres puedan demostrar los 
hechos de violencia. No se trata entonces de invertir la carga para que sea el presunto 
agresor el que desvirtué lo imputado por la víctima porque -de hecho- sería crear un nuevo 
contexto de posibles vulneraciones al debido proceso en donde se impute la comisión de 
conductas bajo presunciones que no han sido debidamente corroboradas o si quiera, 
valoradas en el proceso. Por el contrario, se trata más bien de permitir dentro del proceso 
de medidas de protección, la aniquilación total de la carga de la prueba en donde la libertad 
en su consecución y presentación permita obtener una veracidad en la ocurrencia de los 
hechos.  
“En el fondo, la carga de la prueba no es más que una presunción mal construida que 
permite inferir que quien no tiene prueba de un hecho está alegando un hecho falso”, 
(Nieva, 2018, p. 141) por lo que debe abandonarse de una vez por todas la obligatoriedad 
para que a la víctima de violencia intrafamiliar se le imponga la obligación de acreditar 
todos los hechos que denuncia cuando el funcionario que solicita esta constatación para 
proferir una decisión de fondo puede apelar él mismo en la consecución de estas pruebas 
o puede plantear la libertad para las partes, en esa obtención y presentación de las 
pruebas.   
Ante toda esta situación, se tiene -por lo tanto, dentro del proceso de medidas de 
protección- una trilogía relacionada con el tema probatorio, en donde la proposición, la 
admisión y la práctica de la prueba se condensan en la audiencia que persigue dejar en 
firme o revocadas las medidas otorgadas, o incluso ampliarlas.  
Esta posición tripartita es el fundamento para que el Comisario de Familia pueda proferir 
con una decisión de fondo; no obstante, la proposición de las pruebas se convierte en el 
elemento estructural de este esquema probatorio como quiera que la entrega de la 
información, la recepción por parte del funcionario y la adquisición exclusiva por parte de 
la víctima se obstaculiza y en múltiples ocasiones es imposible allegarla al proceso.  
Capítulo 3 65 
 
¿Y por qué es importante contar con una amplia recolección de pruebas para que puedan 
analizarse en la audiencia? la respuesta a esta pregunta tiene varias aristas: por un lado, 
la presentación plural y diversa probatoria permite principalmente acercar un grado de 
corroboración a las hipótesis que nacen en la representación de los hechos que tiene el 
Comisario; en segunda medida porque en una ponencia del Profesor Jordi Ferrer 
nominada La paradoja de la valoración probatoria con perspectiva de género, se advierte 
que el momento de la conformación de conjunto de elementos de juicio, estructurado por 
la proposición de la prueba y la práctica de la prueba, son estos dos los epicentros 
fundamentales y aquí la perspectiva de género puede tener incidencia por parte del 
funcionario encargado de conocer del manejo probatorio de lo que recauda y lo que se 
presenta por las partes en la búsqueda de elementos de juicio que permitan acreditar los 
hechos (2019). También, se prevé la posibilidad de que el juez que conoce de la admisión 
de la prueba pueda indicar a las partes lagunas probatorias en aras de que sus 
pretensiones y los hechos que pretenden atestiguar tengan un contexto probatorio robusto.  
Aquí debe tenerse en cuenta -como se ha expuesto-, que incluso muchos autores que se 
han apartado de la incidencia fundamental de la perspectiva de género en el quehacer de 
los jueces y funcionarios administrativos encargados de atender las violencias en contra 
de la mujer, han coincidido que la carga de esa perspectiva tiene gran incidencia en el 
recaudo probatorio y la consecución de las pruebas y no en la valoración probatoria; se ha 
argüido -sin razón, considera el suscrito - que la reflexión sobre el enfoque en caso de que 
alguien se encuentre para decidir sobre una violencia basada en género se hace desde el 
momento de la introducción de la prueba, la debida obtención de los medios probatorios 
que permitan acceder a la víctima a un respaldo nutrido y que, por el contrario, la valoración 
de la prueba aborda espectros relacionados con el estándar de prueba aunado a la 
necesidad de alejar al decisor de cualquier juicio de convencimiento en aras de no hacerlo 
caer en cuestiones subjetivas al momento de proferir un fallo.  
3.2 Dos cuestiones fundamentales: ¿para qué probar y 
cuál es el sentido de la incorporación probatoria? 
Mas allá de lo advertido, el presente análisis tiene como objetivo plantear la posibilidad de 
entender la incorporación probatoria en los procesos de medidas de protección por 
violencia intrafamiliar y el debate que surge con quienes se encuentran legitimados para 
hacer esta labor, así como de las herramientas a las que se puede apelar para obtener 
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una adecuada presentación de las pruebas en el desarrollo de la audiencia y que confirmen 
la concesión de las medidas de protección.  
Entonces, la pregunta que surge luego de las afirmaciones anteriormente vertidas es la 
siguiente: ¿para qué probar y cuál es el sentido de la incorporación probatoria? la 
respuesta no es sencilla y como se ha dicho en gran parte de este escrito, deberá apelarse 
permanentemente a la perspectiva de género para darle una solución trasversal a la 
pregunta expuesta.  
El para qué probar implica que en el desarrollo del proceso de medidas de protección se 
garantice que la víctima tenga siquiera la posibilidad de salvaguardar su vida en caso de 
que, si no realiza una reacción inmediata frente a estas violencias, el agresor termine 
desatando acciones más gravosas. Inicialmente, el para qué se prueba tendría entonces 
un sentido más que estratégico,  de buscar que se obtenga la medida de protección 
solicitada; sin embargo, el aporte de las pruebas, lleva a una conclusión mucho más 
sencilla -pero no descartable-, esto es, que permite robustecer los argumentos del 
Comisario de Familia que pretenda otorgar medidas que -por ejemplo- toquen derechos 
del agresor, verbigracia, cuando se le excluye del domicilio que comparte con la víctima o 
cuando se busca restringir el derecho de visitas de los hijos en común para evitar la 
reproducción de escenarios de violencia.  
Por otro lado, el sentido de la incorporación probatoria permite la obtención de un medio 
de prueba que le coadyuve al funcionario tomar una decisión Si se analizara desde un 
punto de vista formal esta situación, posiblemente se hablaría de profundos yerros en la 
consecución de esos elementos materiales probatorios que, luego en la audiencia se 
debatan o controviertan, sin embargo, debe tenerse en cuenta el carácter del proceso de 
medidas de protección, qué se busca en él y la principalísima función que tiene el 
Comisario no solo para dirigir el proceso, sino para coadyuvar en la obtención de la 
acreditación de los hechos. 
Piénsese por un momento que en el desarrollo de una denuncia penal por tentativa de 
feminicidio la víctima ya ha tenido siquiera la oportunidad para recibir un examen de 
medicina legal; posiblemente ya pueda estar lejos del agresor y este se encuentre recluido, 
por otro lado, en los procesos de medidas de protección; la violencia en muchos casos es 
incipiente o no se ha escalado a tal gravedad, pero la víctima corre un gran peligro.  
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¿Seguirán los comisarios esperando el aporte de las pruebas por parte de una víctima que 
claramente está sometida a opresión y subyugación por parte del agresor y que no tiene 
el más mínimo conocimiento de cómo constituir una evidencia, o se volverán estos 
funcionarios los elementos activos dentro del proceso para permitir que exista una 
adecuada incorporación probatoria y, de esta manera, impedir que lleguen más casos a 
los hospitales y las fiscalías de tentativas u homicidios relacionados con feminicidios? El 
tiempo lo dirá; sin embargo, actualmente no existe ninguna prerrogativa más allá del 
entendible desborde casos que tienen las Comisarias de Familia para hacer esta labor. 
Empero, esto no es una excusa para convertirse en el epicentro de la adecuada 
formulación y proposición probatoria junto a la víctima, en aras de identificar criterios que 
redunden en la corroboración de los hechos.  
Nótese que no se está diciendo que el Comisario deba convertirse en juez y parte; que si 
apoya la obtención de un medio de prueba, se hace ilícita la decisión que tome luego de 
la valoración probatoria de los hechos y las pruebas aportadas al proceso Se trata que, 
con ocasión a lo expedito del proceso y a los derechos que pretenden protegerse, de la 
necesidad de superar la concepción tradicional del trámite administrativo, donde las partes 
y el decisor confluyen para, por un lado, dar a conocer su posición y que sea posible la 
concesión de la protección, desplegando para ello, el poder impositivo del Estado. Deben 
existir herramientas plausibles que permitan hacer viables la consecución de las medidas 
de protección a favor de la víctima.      
3.3 Alternativas frente a la escases de los medios 
probatorios y la incorporación de la prueba en los 
procesos de medidas de protección.      
Ahora bien, surge entonces otro dilema que cierra la discusión alrededor la incorporación 
de las pruebas en los procesos de medidas de protección, esto es, cuando el único medio 
de prueba con el que se cuenta es con el testimonio de la víctima, cuando no se obtiene 
con un instrumento probatorio para acceder a lo ocurrido distinto al relato de la mujer 
receptora de las violencias, situación que pasa en gran medida gracias a la bifurcación que 
ha existido acerca de las formas en las que se materializa esta violencia ya que tanto la 
violencia psicológica como la económica, hoy es más visible que la física.            
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Ahora bien, surge entonces otro dilema que cierra la discusión alrededor de la 
incorporación de las pruebas en los procesos de medidas de protección, esto es, cuando 
el único medio probatorio con el que se cuenta es con el testimonio de la víctima. En efecto, 
es común que no se cuente con una herramienta probatoria distinta al relato de la mujer -
receptora de las violencias-; lo anterior, gracias a la bifurcación que ha existido acerca de 
las formas en las que se materializa la violencia. De hecho, hoy es factible que se presente 
más la violencia psicológica o económica que la física. 
Referirse a esta situación implica identificar que gracias a la relación que aún hoy varios 
funcionarios judiciales y administrativos tienen con el sistema de la tarifa legal, pueden 
suponerse que, entre mayor carga probatoria aportada por una de las partes, son más las 
garantías que existen para acreditar o desvirtuar los hechos puestos en comprobación. 
Para el caso de los procesos por medidas de protección, la mujer se encuentra en la 
obligación de acreditar la ocurrencia de los hechos y su testimonio no tiene mayor 
incidencia como prueba, ni mucho menos, lo declarado en la audiencia se convierte en una 
carga probatoria que implique el otorgamiento de la medida. 
Es por eso por lo que actualmente muchas de las medidas de protección que se conocen 
por los Comisarios de la ciudad de Bogotá, no se conceden; esto es, porque al momento 
de la incorporación de la prueba la mujer solo cuenta con un elemento probatorio, esto es, 
su testimonio, su relato, sin evidenciar que al mantener el preconcebido raciocinio de no 
contar con otros medios de prueba que puedan acreditar las violencias, se está dejando 
elementos del derecho probatorio  que pueden ser muy enriquecedores en la 
estructuración de las medidas que se otorguen; por ejemplo, la construcción de inferencias 
a través de los relatos que exponga la ciudadana, puede ser una herramienta que permita 
identificar patrones de conducta del agresor y allí diseñar una hoja de ruta que luego pueda 
corroborarse al indagar o interrogar al victimario, en el desarrollo de la audiencia oral donde 
se concreten las medidas.  
El inconveniente radica en que desde la presentación de la solicitud de la medida y, por 
ende, de la incorporación de la declaración de la mujer como único medio probatorio para 
acreditar los hechos, se le indica sus serias limitaciones para que prospere y, por ende, se 
frustra toda acción que tienda a contener o repetir estas violencias.     
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Con lo anterior no se superpone la idea de contemplar al testimonio de la víctima como el 
único medio de prueba para decretar las medidas de protección que se requieran frente a 
hechos de violencia intrafamiliar; a lo que se hace referencia es a la oportunidad 
excepcional para conocer del caso en la eventual situación en que la víctima refiera que 
no cuenta sino con su versión de los hechos para impulsar dicha solicitud. La decisión que 
luego le corresponda tomar al Comisario de Familia, deberá tener en cuenta esta situación; 
previo a ello, deberá darle completitud a los medios probatorios que se hayan podido 
consolidar. Siendo un ente activo en la incorporación probatoria y su fallo, debe contener 
una amplia explicación de los criterios que tuvo para declarar que los hechos alegados, 
fueron probados o no.  
En ese sentido, el testimonio único de la víctima de la violencia intrafamiliar por sí solo, no 
podría constituirse como el pilar para que el Comisario determine -con certeza- la 
ocurrencia de los hechos. Se hace necesario que, además, pueda corroborar con otros 
aspectos circunscritos al relato, la credibilidad de este testimonio. El concepto de 
corroborar determina la “fiabilidad del testimonio desde una óptica externa, tomando en 
cuenta los datos objetivos verificables que le prestan apoyo” (Ramírez, 2020, p. 214).  
En síntesis y apelando a una definición mucho más exacta del testimonio como único 
medio probatorio para tomar una decisión respecto a la acreditación de los hechos 
presentados en un proceso judicial, se tiene lo definido por el profesor José Luis Ramírez 
Ortiz, mismo que concluye lo siguiente:  
La declaración de un solo testigo solo es apta a tal efecto si algunos de los datos 
probatorios relevantes que de ella resulten encuentran respaldo en otras fuentes de 
prueba. Ello, como es obvio, no exime al juzgador de la obligación de hacer un juicio crítico 
del dato corroborante. Pero, además, indica al investigador el camino que ha de transitar 
si quiere asegurar el éxito del juicio oral: obtener de la declaración de la víctima todos los 
datos relevantes para buscarles respaldo en otras fuentes de prueba (2020, p. 2019). 
Lo anterior no quiere decir que el testimonio de la víctima en los procesos de medidas de 
protección pierde fuerza si no se cumplen los criterios de fiabilidad y corroboración para 
darle fuerza al relato de las mujeres que denuncian la violencia en sus hogares; por el 
contrario, al incorporar el testimonio propio como único medio de prueba para intentar 
demostrar las agresiones, es deber del Comisario de Familia, en aras de resolver el 
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conflicto que afronta y con ocasión a los derechos que ampara con la concesión de las 
medidas de protección, validar el testimonio a partir de la construcción de herramientas 
complementarias que le permitan descubrir la veracidad de los hechos. 
Bajo ese contexto, no se rompen dos preceptos fundamentales del debido proceso, esto 
es, la presunción de inocencia a la que tienen derecho los presuntos infractores y la 
imparcialidad que deberían tener los funcionarios judiciales o administrativos cuando 
pretenden dirimir una situación puesta en su conocimiento.  
Frente a lo primero, el principio de la presunción de inocencia no se ve afectado porque lo 
que persigue este proceso de recolección de datos, información y hechos relevantes que 
robustezcan el testimonio de la víctima, principalmente, amparar el acceso a la verdad y 
brindar garantías para que quien funge como victimario -bajo ese mismo proceder- pueda 
acopiar elementos probatorios encaminados a desacreditar o desvirtuar lo argumentado 
junto a la tarea de corroboración que desplego el Comisario. Es decir, el ejercicio de 
contradicción no solo lo podría ejercerse directamente sobre el medio de prueba 
introducido por la víctima, sino que también lo podría hacer por los demás elementos de 
confirmación que el Comisario haya podido extraer en el desarrollo del proceso.  
Respecto al segundo ítem que se asocia a la imparcialidad del funcionario para moverse 
en áreas probatorias no propias a su función exclusiva como concesionario de las medidas 
de protección y quien en nombre del Estado, debe amparar la vida e integridad de las 
mujeres que viven violencia intrafamiliar; debe aclararse que este principio que garantiza 
la objetividad en función del conocimiento de la problemática, no se obstruye con ocasión 
a la participación del Comisario en la incorporación de la prueba o la subsidiariedad en la 
búsqueda de encontrar otra fuente probatoria que apalanque el testimonio rendido por la 
víctima.  
Dentro de la jurisprudencia estos temas ya han sido abordados, recientemente, a través 
de la Sentencia de la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, SP3274-
2020 con radicación número 50587 del 2 de septiembre de 2020, cuya magistrada ponente 
es Patricia Salazar Cuellar y en donde se debatió si a partir de la prueba de referencia 
incorporada al proceso y los concurrentes medios de prueba adicionales es posible 
determinar la acreditación de los hechos denunciados por la víctima y que para este caso, 
se referían a la imputación del delito de acceso carnal violento. 
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En cuanto a la posibilidad de aplicar una prueba de referencia y de forma subsidiaria 
apoyarla con una prueba directa o indirecta, la jurisprudencia referida -al pronunciarse 
sobre los medios complementarios de prueba-, señala que “directos, indirectos o 
periféricos, tienen que tener la entidad suficiente, tras hacerse la valoración individual y 
conjunta de la prueba, para apuntalar la demostración del aspecto que se pretende probar 
relacionado con la conducta penal y la responsabilidad del acusado” (2020, p.p. 18-19), 
advirtiendo además que la adición indiscriminada de hechos, sucesos o acciones 
desplegadas alrededor de lo denunciado pero sin contar con el más mínimo grado de 
conexidad, pueden dar al traste con la posibilidad de respaldar la acusación formulada por 
la Fiscalía.    
Otro aporte de esta jurisprudencia -como ya se ha advertido en el derrotero del presente 
documento-, es el momento en el que se hace importante y es prioritaria la perspectiva de 
género en los casos en los que se ven comprometidos los derechos humanos de la 
mujeres; se afirma que, “al momento de la valoración de la prueba, la perspectiva de 
género no puede aportar ninguna especificidad, aparte, claro está, de permitir la adopción 
de un razonamiento probatorio libre de sesgos cognitivos o de prejuicios de género (p. 
26)”. Sin embargo, en la recolección de elementos probatorios de acreditación de los 
hechos y en la incorporación de los mismos al proceso judicial, la perspectiva género sí 
arroja un resultado determinante, en la medida en que puede visibilizar las circunstancias 
reales bajo las cuales ocurre la violencia; además, garantiza información relacionada con 
las posiciones de poder y los escenarios de discriminación que pueden darse entre la 
víctima y el victimario en el desarrollo del proceso.  
Para la situación de los procesos por medidas de protección, esta jurisprudencia permite 
vincular y tener en cuenta los medios probatorios directos, indirectos y periféricos, que 
permiten la corroboración de la conducta que se investiga; además, exhorta a las entidades 
que les corresponde conocer de casos de violencias en contra de la mujer, su obligación 
de indagar por el contexto en el que ocurrió el acto de violencia que se investiga que, para 
el caso de los procesos penales, le corresponde a la Fiscalía pero que para el supuesto 
de las medidas de protección, puede realizarse por el mismo Comisario, a través de él 
mismo o sus funcionarios vinculados al despacho.  
Nótese que no se trata de convertir al Comisario de Familia en un ente investigador o en 
un recopilador de pruebas o auscultador de verdades en el campo investigativo, se trata -
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por el contrario- que desde su órbita y potestades, pueda recurrir a otras alternativas más 
allá de cerrar una solicitud de medidas de protección porque la víctima con lo único que 





4. Conclusiones  
1. Se advierte la existencia de sendos tipos de violencia contra las mujeres. Pese a la 
existencia de herramientas jurídicas en el ordenamiento jurídico colombiano que 
pretenden contrarrestar estos esta fenomenología, son varios los aspectos que no 
se encuentran debidamente regulados y que impiden la materialización plena de 
los derechos de este grupo poblacional. 
 
2. Es ostensible e importante el tratamiento dado a este respecto por parte de la 
Honorable Corte Constitucional respecto a los derechos de la mujer y, de manera 
concreta, a la violencia de género que se ejerce sobre esta.  
 
3. Parece ser que también se precisa la educación de los funcionarios que tienen a 
su cargo la prevención y sanción de los patrones de violencia contra la mujer; para 
todos los efectos, sería oportuno el adelantamiento de procesos de capacitación, 
con dimensión de género. Esta pedagogía debe ser igualmente aplicada a quienes 
trabajen en las Comisarías de Familia.  
 
4. Debe dotarse de fuerza jurídica a las medidas de protección frente a los patrones 
de violencia contra la mujer; a su turno, sería importante que en estos escenarios 
la carga probatoria recayera en el victimario, que no, en la víctima.    
 
5. El fenómeno debe analizarse no solo desde la perspectiva de la creación y 
aplicación material de medidas de protección para la mujer (y su derecho a una 
vida libre de violencia), sino interdisciplinar y holísticamente.   
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6. Son sendos los medios de prueba que pueden emplearse con miras a poner en 
evidencia los patrones de violencia; sin embargo, parece ser que, en muchos 
eventos, es necesario que varios de ellos confluyan, para que se acredite, con 
suficiencia, los hechos. Se valida además el uso de videograbaciones e incluso, de 
conversaciones adquiridas por conducto de redes sociales.  
 
7. Es indispensable que se cuente con herramientas jurídicas serias que conduzcan 
al operador judicial, más allá de toda duda razonable, a la verdad sobre los hechos 
de violencia. En este caso particularmente no solo se precisa la intervención de los 
interesados, sino incluso de las instituciones, mismas que deben colaborar 
armónicamente para tales efectos.  
 
8. Es necesario que en los procesos de medidas de protección se propicien 
escenarios de libertad probatoria que permitan alcanzar una veracidad formal sobre 
los hechos de violencia que se investigan. Es necesario además que este análisis 
se surta, siempre, con una visión de género.  
 
9. Aunado a lo anterior, es preciso que se dote de fuerza jurídica a los medios de 
protección previstos en la legislación colombiana; lo anterior, con la firme intención 
de lograr la materialización de los derechos de las víctimas. En este orden de ideas, 
es preciso simplificar los procesos que para el efecto se adelantan, especialmente, 





1. Asamblea General de las Naciones Unidas. Quincuagésimo segundo período de 
sesiones tema 103 del programa Resolución aprobada por la Asamblea General sobre la 
base del informe de la tercera Comisión número 52/86. Medidas de prevención del delito y 
de justicia penal para la eliminación de la violencia contra la mujer. 2 de febrero de 1998.  
Recuperado de: http://sosvics.eintegra.es/Documentacion/00-Genericos/00-04-
Legislacion/00-04-056-ES.pdf. 
2. Baelza, S. (2005). Familia y género: las transformaciones en la familia y la trama invisible 




3. Bachelet, M. (2011, junio). Discurso pronunciado por Michelle Bachelet en la sesión del 
13 de junio de 2011 del Comité de protección social de la OIT, Ginebra: Suiza.   
4. Barraza, C. (Directora Corporación Humanas). (2009). Derechos de las mujeres y 
discurso jurídico. Informe Anual del Observatorio de Sentencias Judiciales. Bogotá. 
Ediciones Ántropos Ltda. Recuperado de: 
https://www.humanas.org.co/alfa/dat_particular/ar/arc_67978_q_DerechosMujeresDiscur
so.pdf.3. 
5. Barraza, C. (Directora Corporación Humanas). (2011). Aportes para el acceso a la 
justicia de las mujeres en Colombia. Bogotá. Ediciones Ántropos Ltda. Recuperado de: 
https://www.humanas.org.co/archivos/Aportesjusticia4.pdf. 
6. Bello, H. (2016). Tratado de Derecho Probatorio Tomo I Teoría General del Derecho 
Probatorio. Bogotá. Ibáñez.   
7. Bentham, J. (2000). Tratado de las Pruebas Judiciales Tomo I. Bogotá. Ediciones Nueva 
Jurídica.  
76 Título de la tesis o trabajo de investigación 
 
8. Bermúdez, M. (2016). Del dictamen judicial al dictamen de parte su regulación en el 
Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y en el Código 
General del Proceso. Segunda edición. Bogotá. Legis editores S.A.       
9. Borja, M. (1999). La prueba en el Derecho Colombiano Tomo I. Bucaramanga. Sic 
editorial Ltda. 
10. Butler, J. (2006). Deshacer el género. Barcelona. Paidós. Recuperado de 
file:///C:/Users/carlo/Downloads/BUTLER%20JUDITH.%20deshacer-el-genero.pdf. 
11. Calamandrei, P. (2008). Las providencias cautelares. Bogotá. Leyer.  
12. Corte constitucional (1999). (17 de febrero de 1999). Sentencia C-082. [MP Carlos 
Gaviria Díaz]. 
13. Corte Constitucional de Colombia. (8 de febrero de 2005) Sentencia C101. [MP Alfredo 
Beltrán Sierra].  
14. Corte Constitucional de Colombia. (1 de febrero de 2005) Sentencia C059. [MP Clara 
Inés Vargas Hernández].  
15. Corte Constitucional de Colombia (3 de febrero de 2016) Sentencia C026. [MP Luis 
Guillermo Guerrero Pérez].   
16. Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal. (2 de septiembre de 2020). 
Sentencia SP3274-2020. [MP Patricia Salazar Cuellar].  
17. Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la 
Mujer. Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer Recomendación 
general núm. 33 sobre el acceso de las mujeres a la justicia. Nueva York, 3 de agosto de 
2015. https://www.acnur.org/fileadmin/Documentos/BDL/2016/10710.pdf.  
18. Corporación Sisma Mujer. (2016). La erradicación de las violencias contra las mujeres: 
una tarea inaplazable en la construcción de la paz. Bogotá. Corporación Sisma Mujer. 
19. Cañón, P. (2015). Teoría y Práctica de la Prueba Judicial. Medellín. Tercera edición. 
Biblioteca Jurídica Dike.   
20. Cruz, H. (2015). Nuevas Tendencias del Derecho Probatorio. Bogotá. Ediciones 
Uniandes.   
21. Dellepiane, A. (2008). La prueba en general y la indiciaria en particular. Bogotá. Leyer 
Editorial. 
22. Dworkin, R. (2012). Los derechos en serio. Madrid. Ariel. 
23. Echandía, H. (1996). Compendio de Derecho Procesal Teoría General del Proceso 




24. Estudio del Secretario General Naciones Unidas. Poner fin a la violencia contra la mujer 
de las palabras los hechos. Nueva York. (2006). Recuperado de       
https://www.un.org/womenwatch/daw/vaw/publications/Spanish%20study.pdf. 
25. Fábrega, J. (2001). Medios de Prueba, la prueba en materia civil, mercantil y penal 
Tomo I. Bogotá. Segunda edición. Quebecor world Bogotá S.A. 
26. Ferrajoli, L. & Moreso, J. & Atienza, M. (2009). La teoría del derecho en el paradigma 
constitucional. Madrid. 2 edición. Fundación Coloquio Jurídico Europeo.   
27. Ferrer, J. Gascón, M. González, D. Taruffo, M. (2011). Estudios sobre la Prueba. 
Ciudad de México. Universidad Nacional Autónoma de México.  
28. Ferrer, J. (26 de noviembre de 2019). La paradoja de la valoración probatoria con 
perspectiva de género. la Jornada sobre prueba con perspectiva de género. Dirección 
general de derechos humanos de la Suprema Corte de Justicia de la Nación Mexicana. 
Ciudad de México. Recuperado de https://www.youtube.com/watch?v=SlsoI3WQLy4. 
29. Ferrer, J. (18 de septiembre de 2020). Estándares de prueba y motivación de las 
decisiones judiciales. Seminario Internacional. Conferencia virtual por el aplicativos 
Microsoft teams. Recuperado de https://bit.ly/35fNpc6.    
30. Fierro, H. (2012). Prueba Ilícita interceptación de comunicaciones y registro de 
comunicaciones. Bogotá. Ediciones Doctrina y Ley Ltda. 
31. García, M (director). (2008). Jueces sin Estado. Bogotá. Siglo del Hombre Editores. 
32. García, M. & Ceballos, M. (Editores). (2016). Democracia, Justicia y Sociedad Diez 
años de investigación en Dejusticia. Bogotá. Ediciones Antropos Ltda. 
33. Garapon, A & Papadopoulos, I. (2010). Juzgar en Estados Unidos y en Francia cultura 
jurídica francesa y common law. Bogotá. Primera edición en español. Legis Editores S.A. 
34. Giacomette, A. (2017). Teoría General de la Prueba Concordada con el Código General 
del Proceso y soportes jurisprudenciales. Bogotá. Cuarta edición. Ibáñez.    
35. Giraldo, C., & Escudero, C., Camacho, G., & Duarte, M., & González, G. Derecho 
Probatorio. Bogotá. Universidad Católica de Colombia.   
36. Giraldo, M (Ed.). (2009). estado del arte Esfuerzos para apoyar el Acceso de las 
Mujeres a la Justicia. Bogotá. Recuperado de: 
https://www.humanas.org.co/alfa/dat_particular/ar/acciones_estrategicas.pdf. 
37. Guzmán, D. & Prieto, S. (2013). Acceso a la justicia Mujeres, conflicto armado y justicia. 
Recuperadohttps://www.dejusticia.org/wpcontent/uploads/2017/04/fi_name_recurso_364. 
78 Título de la tesis o trabajo de investigación 
 
38. Habermas, J. (2010). Facticidad y validez sobre el derecho y el Estado democrático de 
derecho en términos de teoría del discurso. 6 edición. Madrid. Editorial Trotta.   
39. Hart, H. (2007). El concepto de Derecho. Buenos Aíres. Ed. Abeledo Perrot. 
40. Iglesias, C. (2013). Justicia como redistribución, reconocimiento y representación: las 
reconciliaciones de Nancy Fraser. Investigaciones Feministas, 3, 251-269.  
https://doi.org/10.5209/rev_INFE.2012.v3.41149.  
41. Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses. Boletín epidemiológico de 
Violencia de Genero en Colombia análisis comparativo de las cifras de los años 2014, 2015 
y 2016. Subdirección de Servicios Forenses / Grupo Centro de Referencia 
NacionalsobreViolencia.Recuperadohttp://www.medicinalegal.gov.co/documents/88730/4
023454/genero.pdf/8b306a8 5-352b-4efa-bbd6-ba5ffde384b9. Instituto Nacional de 
Medicina Legal y Ciencias Forenses. Boletín estadístico mensual noviembre De 2019. 
Subdirección de Servicios Forenses. Recuperado de 
https://www.medicinalegal.gov.co/documents/20143/349426/Boletin+noviembre+2019.pdf
/bd9592a7-0234-c367-1ed9-ad6e84589fd3.   
42. Jácome, R., & Bayona, C., & Guevara, M., Frías, C., & Ariza, C. (2016). Delitos contra 
la familia. Bucaramanga. Unab.     
43. La Rota, M., La linde, S, Santa, S. & Uprimny, R. (2014). Ante la justicia. Necesidades 
jurídicas y acceso a la justicia en Colombia. Recuperado de https://www.dejusticia.org/wp-
content/uploads/2017/04/fi_name_recurso_665.pdf. 
44. Londoño, B (Ed). (2013). El papel de los jueces contra la violencia de pareja en 
Colombia, 2005-2009. Bogotá. Editorial Universidad del Rosario.  Recuperado de 
https://books.google.com.co/books?id=rlwyDwAAQBAJ&printsec=frontcover&hl=es&sour
ce=gbs_ge_summary_r&cad=0#v=onepage&q=intrafamiliar&f=false. 
45. Mc Dowell, L. (2000). Género, Identidad y lugar. Un estudio de las geografías 
feministas. Madrid. Ediciones Cátedra. Recuperado de 
https://mail.google.com/mail/u/0/?tab=rm#search/guio/FMfcgxwJXxmKXFGcwXVdQpSW
zdjJpfdK?projector=1&messagePartId=0.6. 
46. Mejía, O. (2006). La norma básica como problema iusfilosófico, Tensiones y aporías 
del positivismo y las apuestas post positivistas de superación", en: Filosofía del Derecho y 
Filosofía Social, Memorias del tercer congreso nacional, Bogotá. Grupo Editorial Ibáñez. 
47. Melero, M. (2009). Revista Enrahonar número 43 en el ensayo: La razón jurídica como 




48. Observatorio de Salud de Bogotá (2019). Tasa de violencia intrafamiliar en Bogotá D.C, 
Subsistema de vigilancia epidemiológica de la violencia intrafamiliar, maltrato infantil y 
violencia sexual – SIVIM Bases definitivas 2012-2019. Bogotá. Recuperado de 
http://saludata.saludcapital.gov.co/osb/index.php/datos-de-salud/salud-
mental/tasaviolenciaintrafamiliar/. 
49. Ministerio de Justicia y del Derecho. (2012). Justicia y género II Lineamientos técnicos 
en violencias basadas en género para las comisarías de familia. Bogotá. Imprenta Nacional 
de Colombia. Recuperado de 
https://www.minjusticia.gov.co/Portals/0/CI%20CONECTA%20COMISAR%C3%8DAS/Do
c/LintecVIBG.pdf. 
50. Nisimblat, N. (2014). Código General del Proceso Derecho Probatorio: Introducción a 
los medios de prueba en particular. Bogotá. Ediciones Doctrina y Ley Ltda.    
52.  Nieva, J. (2018). La carga de la prueba: una reliquia histórica que debiera ser abolida. 
Revista Ítalo-Española de Derecho Procesal. Volumen 1. P. 129 – 145. Recuperado de: 
http://www.rivitsproc.eu/wp-content/uploads/2018/10/Nieva_Fenoll. 
53. Organización de las Naciones Unidas para Promover la Igualdad de Género y el 
Empoderamiento de las Mujeres (ONU-Mujeres), el Programa de las Naciones Unidas para 
el Desarrollo (PNUD), la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito 
(UNODC) y la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos 
Humanos (ACNUDH). Herramientas para el diseño de programas de acceso a la justicia 
para las mujeres. Nueva York, 2018.https://www.unodc.org/documents/justice-and 
prisonreform/Gender/Toolkit_MX_web_ready.pdf.   
54. Organización Mundial de la Salud. (2005). Estudio multipaís de la Organización Mundial 
de la Salud sobre la salud de la mujer y violencia doméstica. Ginebra. Recuperado 
https://apps.who.int/iris/bitstream/handle/10665/43390/924359351X_spa.pdf?sequence.1. 
55. Parra, J. (2000). Manual de Derecho Probatorio. Bogotá. Décima primera edición. 
Ediciones librería del profesional.  
56. Peláez, R. (2015). Manual para el manejo de la prueba con énfasis en el proceso civil, 
penal y disciplinario. Bogotá. Cuarta edición. Ediciones Doctrina y Ley Ltda. 
57. Procuraduría General de la Nación. (2006). Vigilancia superior a la garantía de los 
derechos desde una perspectiva de género, con énfasis en mujeres y adolescentes. Guía 
pedagógica y operativa para el seguimiento y vigilancia. Bogotá. TC Impresores Ltda. 




58. Quiceno, G. & Rodríguez, R. (2012). Las relaciones familiares en el siglo XXI. Bogotá. 
Universidad la gran Colombia.   
59. Ramírez, J. (2020). El testimonio único de la víctima en el proceso penal desde la 
perspectiva de género. Quaestio facti. Revista Internacional sobre Razonamiento 
Probatorio. Volumen 1. pp. 201-246. Recuperado de 
file:///C:/Users/carlo/Downloads/22288-26448-1-PB.pdf.   
60. Ramírez, L. (2019). Evidencia y prueba. Bogotá. Legis. 
61. Rawls, J. (2001). La justicia como equidad. Barcelona. Editorial Paidós. 
62. Robledo, A & Puyana, Y (Compiladoras). (2000). Ética: masculinidades y feminidades. 
Bogotá.  Universidad Nacional de Colombia Centro de Estudios Sociales. Recuperado de 
file:///C:/Users/carlo/Downloads/MASCULINIDADES%20Y%20FEMINIDADES.%20Yolan
da%20Puyana.pdf. 
63. Rocha, A. (2013). De la prueba en Derecho actualizado con el Código General del 
Proceso y revisado por Alfonso Clavijo González. Bogotá. Ibáñez. 
64. Rojas, M. (2015). Lecciones de Derecho Procesal Tomo III Pruebas Civiles. Bogotá.        
Panamericana Formas e Impresos S.A.   
65. Secretaría de Integración Social (2018). Comisarías de Familia otorgan diariamente, 
en promedio 57 medidas de protección a mujeres víctimas de violencia intrafamiliar. 
Bogotá. Recuperado de: https://www.integracionsocial.gov.co/index.php/noticias/95-
noticias-familia/2725-comisarias-de-familia-otorgan-diariamente-en-promedio-57-
medidas-de-proteccion-a-mujeres-victimas-de-violencia-intrafamiliar.  
66. Schum, D. (2016). Los fundamentos probatorios del razonamiento probabilístico. 
Medellín. Primera edición de la traducción al castellano. Orión Vargas Vélez. 
67. Thomas, F. (1996). Maternidad y gestación de vida: su problematización al final del 
siglo. En otras palabras ... Mujeres, salud y sociedad, Volumen 1. p.p. 35 – 42.   
68. Tschadek, O. (2010). La prueba. Bogotá. Segunda edición. Editorial Temis S.A. 
69. Velásquez, M; Salgado, P & Toro, M. (2009). Género y justicia. Bogotá. Consejo 
Superior de la Judicatura.  
70. Villamil, P. (21-25 de septiembre de 2020). La carga de la prueba. Parra, J. 
(presidencia). XLI Congreso Colombiano de Derecho Procesal 2020. Congreso adelantado 






71. Wallach, J. (2008). Género e Historia. Ciudad de México. Fondo de Cultura Económica 
Universidad Autónoma de la ciudad de México. Recuperado de: 
file:///C:/Users/carlo/Downloads/SCOTT,%20JOAN.%20%20G%C3%A9nero%20e%20Hi
storia.pdf. 
72. West, R. (2000). Género y teoría del derecho. Bogotá. Ediciones Uniandes.  
73. Zizek, S. (2013). Más allá de la democracia liberal. Buenos Aíres. Fondo de cultura 
Económica.   
 
